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RESUMEN: En los últimos años estamos asistiendo a un intento de revitalizar
la participación ciudadana en el nivel territorial autonómico, con el objeto de con-
figurar una democracia directa y participativa que sirva de complemento eficaz a
la democracia representativa. En concreto, diversas Comunidades Autónomas han
creado estructuras administrativas específicas para poner en marcha una política
pública propia que impulse la intervención de la ciudadanía en el proceso de toma
de decisiones públicas. Esta política pública autonómica exige analizar el tipo de
intervención administrativa que se está desarrollando para alcanzar esa nueva cul-
tura política.
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ABSTRACT: In recent years we have witnessed an effort to revitalize the citi-
zens’ participation in the making of decisions in Spain’s autonomies in order to
build up a direct and interactive democracy that should make an efficient com-
plement to the representative democracy. Some Autonomic Communities have cre-
ated specific administrative substructures to set up their own public policy aimed
at boosting their citizens’ intervention in the process of public decisionmaking. This
public autonomic policy needs to analize the kind of administrative intervention
which is being developed to reach this new political culture.
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I. REFLEXIONES INICIALES

La participación en la elección de representantes se configura como
la principal manifestación del comportamiento político de los ciudadanos
en las democracias contemporáneas. Este sistema de democracia repre-
sentativa se basa en la existencia de una Asamblea parlamentaria reclu-
tada por medio de elecciones periódicas, de tal modo que los ciudada-
nos se gobiernan por sus elegidos, delegando en éstos las funciones de
organización de la comunidad. Pero la participación en los asuntos públi-
cos no se agota en este mecanismo de autorización.

Aceptando la legitimidad democrática del gobierno representativo y
su sólida implantación en el Estado constitucional, algunos autores de la
teoría democrática contemporánea estiman que, además de la participa-
ción electoral, las comunidades con auténtica vocación democrática deben
institucionalizar oportunidades añadidas de participación de sus ciuda-
danos en los procedimientos de adopción de las decisiones públicas.

La propuesta de profundización democrática planteada por esta
corriente descansa sobre dos argumentos. Por un lado, la concurrencia
de los argumentos defendidos por el ciudadano, a título individual o inte-
grado en las asociaciones representativas de la sociedad civil, en los 
procesos de conformación de las decisiones públicas, enriquece la deli-
beración democrática y perfecciona las decisiones adoptadas por los
representantes políticos. Por otro, la participación directa del ciudadano
en estos procesos de conformación de las decisiones refuerza su adhe-
sión a las normas adoptadas, fortaleciendo la legitimación del sistema
democrático (1).

Se trataría de buscar, tanto mecanismos eficaces de democracia
directa, como intensificar las instituciones de democracia participativa. Éstas
últimas están referidas a aquel ejercicio que no conduce, a diferencia de
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la democracia directa, al pronunciamiento expreso y decisivo del titular de
la soberanía. Por el contrario, el ciudadano plantea sus propuestas nor-
mativas ante las instituciones representativas, pero no puede invocar la
voluntad del cuerpo electoral al respecto. Las instituciones representativas,
últimas destinatarias de estas demandas normativas del ciudadano, debe-
rán tomar en consideración las proposiciones planteadas por los ciudada-
nos, pero no están obligadas a integrarlas en el ordenamiento jurídico.

Ante todo, hay que aclarar una serie de premisas básicas que infor-
man el desarrollo de esta corriente de profundización democrática. Por de
pronto, esta corriente participativa no es una alternativa a la democracia
representativa, sino un complemento de la misma. La amplitud y compleji-
dad de las sociedades actuales configura el sistema representativo como
la forma más eficaz de gobernabilidad. Ahora bien, este sistema puede y
debe ser completado con mecanismos de intervención directa del ciuda-
dano que contribuya a una mejora en la calidad de la democracia.

Junto a la nota de complementariedad, una segunda idea que florece
del concepto es que participar, por tanto, no es decidir, sino influir en la
decisión, excepto en aquellos supuestos en los que la llamada al titular de
la soberanía tenga carácter vinculante. Son los representantes libremente
elegidos por la ciudadanía los que, en última instancia, definen la deci-
sión última, pero con la previa deliberación compartida con los sujetos
directamente afectados. Este diálogo les ha permitido adaptar esa deci-
sión pública a las demandas y necesidades socialmente sentidas y mani-
festadas, lo que permite incrementar la legitimidad y eficacia de la polí-
tica pública adoptada.

Conviene precisar, no obstante, la delimitación conceptual de parti-
cipación que maneja esta corriente democrática, dada la confusión ter-
minológica que genera en ocasiones la idea de la participación ciuda-
dana. Como señala SÁNCHEZ MORÓN, el concepto de participación es
equívoco y de ahí que bajo el mismo, no todos acojan las mismas insti-
tuciones o instrumentos de relación jurídica. Conviene diferenciar, sin
embargo, de entre las múltiples fórmulas de cooperación o colaboración
entre la Administración y personas o entidades sociales, aquellas que son
propias de la democracia participativa. No forman parte de éstas, aun-
que puedan guardar conexión con el principio, lo que denominamos ejer-
cicio privado de funciones públicas, cuando se realiza por empresas con
ánimo de lucro, ni, en puridad, las formas de administración corporativa.
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En todos estos casos, la Administración delega, encomienda o contrata la
realización de una parte de sus tareas, por razones económicas o de efi-
cacia o en beneficio de algunos grupos de personas. Tampoco se consi-
deran instrumentos de participación ciudadana en sentido estricto los que
entrañan la intervención de una persona, física o jurídica, en el procedi-
miento administrativo que le afecta, para defender sus derechos o intere-
ses individuales.

Los cauces de participación para una democracia participativa abren,
por el contrario, vías para que el ciudadano exprese sus opiniones y su
voluntad como tal ciudadano, uti civiles, o bien cauces para la defensa
de intereses colectivos o difusos en relación con decisiones públicas de
alcance general. Hablamos, pues, de participación ciudadana como medio
para profundizar la democracia, como forma de intervención de los ciu-
dadanos en el proceso de toma de decisiones públicas (2).

Esta participación implica explorar y abrir nuevos cauces de relación
entre la sociedad y las instituciones públicas. El entendimiento correcto del
principio debe servir para aproximar la Administración al ciudadano y
para integrar sus iniciativas, criticas o sugerencias en la elaboración de
las decisiones.

El auge que experimenta actualmente la participación ciudadana en
la conformación de las decisiones públicas, la fuerza de esta cultura par-
ticipativa (3), obliga a analizar cómo se está actuando. La eficacia de
esta participación en la calidad democrática va a depender mucho de la
articulación de diseños normativos e institucionales que permitan la inter-
vención en los procesos deliberativos.

II. FUENTES NORMATIVAS

Tanto la tradición legislativa en los ámbitos internacionales y comu-
nitarios, como la recogida en nuestro bloque constitucional, establecen de
manera inequívoca una apuesta por la participación de los ciudadanos
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mento necesario. Parlamento y democracia en el siglo XXI, Madrid, Congreso de los Diputados:
Colección Monografías nº 77 (2008), pp. 60-67.



en la vida política, económica y social, como esencia de la democracia.
De este modo, la participación ciudadana no sólo es una opción que
puede tomar un determinado gobierno, sino que está legitimada por las
normas internacionales, estatales y autonómicas, configurándose como obli-
gación de los gobernantes el apoyar y fomentar esta participación. En
concreto, la legislación que en los últimos tiempos van marcando las direc-
tivas europeas, va a hacer que la participación deje de ser una cuestión
graciable para convertirse en un eje fundamental y obligatorio para la
configuración de unas políticas públicas cada vez más complejas.

Dentro de los textos normativos de carácter internacional, la Decla-
ración Universal de los Derechos Humanos, en su catálogo de derechos,
reconoce de forma expresa el derecho de participación en su artículo
21.1, al señalar que «toda persona tiene derecho a participar en el
gobierno de su país, directamente o por medio de representantes libre-
mente escogidos», bajo la consideración de que «la voluntad del pueblo
es la base de la autoridad del poder público» (artículo 21.3). Por su parte,
el artículo 25 del Pacto Internacional de los Derechos Civiles y Políticos
establece que «todos los ciudadanos gozarán, sin ninguna de las distin-
ciones mencionadas en el artículo 2, y sin restricciones indebidas, de los
siguientes derechos y oportunidades: a) Participar en la dirección de los
asuntos públicos, directamente o por medio de representantes libremente
elegidos». Con un carácter sectorial, resalta, por su importancia y acep-
tación, el derecho de participación en las cuestiones medioambientales,
tras la consideración de que la adopción de políticas globales ha de estar
basada en los pilares o derechos de acceso a la información, la partici-
pación pública y el acceso a la justicia, que caracterizan lo que se ha
dado en llamar la democracia ambiental. Estos tres pilares o derechos se
erigen como un principio básico y general del Derecho global ambiental,
proclamado en la Declaración sobre el Medio Ambiente y Desarrollo, adop-
tada en la Conferencia de Río de 1992 (4).
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(4) El principio 10 de la Declaración de Río reconoce que «el mejor modo de tratar las cues-
tiones ambientales es con la participación de todos los ciudadanos interesados, en el nivel que
corresponda. En el plano nacional, toda persona deberá tener acceso adecuado a la información
sobre el medio ambiente de que dispongan las autoridades públicas, incluida la información sobre
los materiales y las actividades que encierran peligro en sus comunidades, así como la oportuni-
dad de participar en los procesos de adopción de decisiones. Los Estados deberán facilitar y fomen-
tar la sensibilización y la participación de la población poniendo la información a disposición de
todos. Deberá proporcionarse acceso efectivo a los procedimientos judiciales y administrativos, entre
éstos el resarcimiento de daños y los recursos pertinentes».



En este sentido, conviene resaltar la previsión que sobre estos textos
contiene el artículo 10.2 de la Constitución Española (CE’78). Así, esta-
blece que las normas relativas a los derechos fundamentales y a las liber-
tades que la Constitución reconoce se han de interpretar de conformidad
con la Declaración Universal de Derechos Humanos y los Tratados y acuer-
dos internacionales sobre las mismas materias ratificados por España.
Sobre lo dispuesto en este precepto, el Tribunal Constitucional viene reco-
nociendo que la interpretación a que alude este precepto constitucional
no convierte a tales tratados o acuerdos internacionales en canon autó-
nomo de validez de las normas y actos de los poderes públicos desde la
perspectiva de los derechos fundamentales. Por el contrario, realizada la
mencionada proclamación, no puede haber duda de que la validez de
las disposiciones y actos impugnados en amparo debe medirse sólo por
referencia a los preceptos constitucionales, siendo los textos y acuerdos
internacionales del artículo 10.2 una fuente interpretativa que contribuye
a la mejor identificación del contenido de los derechos cuya tutela se 
pide a este Tribunal (STC 64/1991).

También desde las instancias comunitarias se observa una clara volun-
tad de relanzar el derecho de participación en la construcción de las polí-
ticas públicas. El propio Tratado de la Unión Europea, en su artículo 6,
invoca los principios de libertad, democracia, respeto de los derechos
humanos y las libertades fundamentales y el Estado de Derecho, princi-
pios que son comunes a los Estados miembros, resaltando la necesidad
de adoptar las decisiones de la forma más abierta y próxima a los ciu-
dadanos (artículo 1 TUE). Por su parte, el artículo 41 de la Carta de los
Derechos Fundamentales de la Unión Europea reconoce el derecho a una
buena administración.

En concreto, el Libro Blanco para la Gobernanza Europea, apro-
bado por la Comisión el 25 de julio de 2001, contiene una serie de
recomendaciones tendentes a profundizar en la democracia y aumentar
la legitimidad de las instituciones, mejorando los procedimientos y 
prácticas que afectan a la manera en que actúan las Administraciones
Públicas. Los principios de la buena gobernanza son los de apertura,
participación, responsabilidad, eficacia y coherencia, principios que 
han de ser aplicados al Gobierno y al Derecho, en todos sus niveles 
—mundial, europeo, nacional, regional y local—. En concreto, el «prin-
cipio de participación» supone la ampliación y potenciación de la par-
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ticipación ciudadana en todas y cada una de las fases del proceso de
formación de las políticas públicas, desde la concepción hasta la apli-
cación, generando una mayor confianza en los resultados finales y en
las instituciones (5).

En esta línea, el Derecho comunitario ha ido obligando a los Estados
miembros a reconocer en sus legislaciones sectoriales mecanismos de par-
ticipación ciudadana. Por un lado, en materia de medio ambiente, para
la aplicación del «Convenio de Aarhus», la Comunidad Europea articuló
tres directivas, dos de ellas ya aprobadas: la Directiva 2003/4/CE del
Parlamento Europeo y del Consejo, de 28 de enero, relativa al acceso a
la información medioambiental, y la Directiva 2003/35/CE del Parlamento
Europeo y del Consejo, de 26 de mayo, sobre la participación del público
en la elaboración de determinados planes y programas relacionados con
el medio ambiente —actualmente, está pendiente la propuesta de Direc-
tiva sobre acceso a la justicia en materia de medio ambiente- (6). Por otra
parte, en materia hidráulica, la Directiva 2000/60/CE, del Parlamento
Europeo y del Consejo, de 23 de octubre de 2000, por la que se esta-
blece un marco comunitario de actuación en el ámbito de la política de
aguas (conocida como Directiva Marco de Aguas), incide en la partici-
pación pública estableciendo en su preámbulo 14 que «el éxito de la pre-
sente Directiva depende de una colaboración estrecha y una actuación
coherente de la Comunidad, los Estados miembros y las autoridades loca-
les, así como de la información, las consultas y la participación del público,
incluidos los usuarios». En concreto, formula una regulación detallada de
la información y consultas públicas en su artículo 14, estableciendo que
los Estados miembros fomentarán la participación activa de todas las par-
tes interesadas en la aplicación de la presente Directiva, en particular en
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(5) Posteriormente, el Comité de las Regiones en su sesión de 13 y 14 de marzo de 2002
aprobó un dictamen en el que propuso una mejora en el Libro Blanco. El Comité propuso una serie
de principios adecuados a una nueva gobernanza europea, entre los que cabe resaltar aquí, el prin-
cipio de consulta, según el cual cada esfera de gobierno reconoce que debe consultar sistemática-
mente, en una fase temprana, a aquellos que se vean afectados por sus decisiones; el principio de
participación, en virtud del cual se percibe como esencial el compromiso de los ciudadanos, que
será desarrollado por todas las esferas de gobierno; y el principio de transparencia, que exige 
que los poderes públicos deben garantizar la libertad de acceso a toda información cuya confi-
dencialidad no deba preservarse, y justificar sus decisiones.

(6) La propia Unión Europea ha adoptado el Reglamento (CE) 1367/2006 del Parlamento
Europeo y del Consejo, de 6 de septiembre, sobre la aplicación a las instituciones y a los organis-
mos comunitarios de las disposiciones del Convenio de Aarhus.



la elaboración, revisión y actualización de los planes hidrológicos de
cuenca (7).

Nuestro marco constitucional no es, ni mucho menos, ajeno a esta
corriente. La Constitución Española, atenta a los movimientos de su tiempo,
es sensible al fenómeno participativo. Dentro de la proclamada voluntad
de la nación española de «establecer una sociedad democrática avan-
zada» (Preámbulo), el artículo 1.1 se refiere a España como un Estado
democrático. Esta caracterización democrática implica que la soberanía
nacional reside en el pueblo español (artículo 1.2 CE’78), entendiendo el
pluralismo político como valor fundamental de nuestro ordenamiento jurí-
dico (artículo 1.1 CE’78), y definiendo una visión participativa del pro-
ceso político (8). La proclamación del carácter democrático del Estado
español conlleva, por tanto, la formulación de la participación como eje
esencial del sistema político, configurándose el artículo 9.2 CE’78 como
el pórtico en el que el texto fundamental acoge técnicas y mandatos de
participación. Este precepto contiene el mandato dirigido a los poderes
públicos de promover las condiciones y facilitar la participación de todos
los ciudadanos en la vida política, económica, cultural y social, y como
tal, tiene un claro valor normativo, caracterizado como principio jurídico
programático, que cumple una función informadora e integradora de todo
el ordenamiento jurídico, a la vez que contiene un mandato vinculante de
actuación para todos los poderes públicos.

Por su parte, el artículo 23 CE’78 recoge dos formas de acceso de
los ciudadanos a las decisiones públicas, directamente o por medio de
representantes, que no es sino el reconocimiento de un sistema mixto, de
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(7) En concreto, el artículo 14 establece que «los Estados miembros velarán por que, respecto
de cada demarcación hidrográfica, se publiquen y se pongan a disposición del público, incluidos
los usuarios, a fin de recabar sus observaciones, los documentos siguientes: a) un calendario y un
programa de trabajo sobre la elaboración del plan, con inclusión de una declaración de las medi-
das de consulta que habrán de ser adoptadas, al menos tres años antes del inicio del período a
que se refiera el plan; b) un esquema provisional de los temas importantes que se plantean en la
cuenca hidrográfica en materia de gestión de aguas, al menos dos años antes del inicio del perí-
odo a que se refiera el plan; c) ejemplares del proyecto de plan hidrológico de cuenca, al menos
un año antes del inicio del período a que se refiera el plan».

(8) En este sentido, Manuel Contreras constata que «la definición democrática del Estado ha
de completarse necesariamente con una visión participativa de los ciudadanos y de los grupos polí-
ticos y sociales en los procesos de decisión generados en el seno de la comunidad estatal». Manuel
CONTRERAS CASADO, La iniciativa legislativa popular y Estado Democrático de Derecho, en «Revista
de las Cortes Generales», núm. 8 (1986), p. 67.



democracia representativa y de democracia directa. Sistema que pivota
en torno a una clara preeminencia del sistema de democracia represen-
tativa, que ha sido corroborado por el Tribunal Constitucional al resaltar
que la participación política —como manifestación de la soberanía popu-
lar— se ejerce normalmente a través de representantes y que, excepcio-
nalmente, puede ser directamente ejercida por el pueblo (STC 119/1995,
de 17 de julio). De este modo, la participación popular se encauza bási-
camente a través de la elección de representantes populares en los órga-
nos de gobierno.

Este entendimiento de la participación a que se refiere el artículo 23.1
CE’78 no agota las manifestaciones del fenómeno participativo y, por el
contrario, el texto constitucional es rico en este tipo de manifestaciones.
Un rápido repaso al texto fundamental permite avalar esta tesis.

El principio constitucional de participación encuentra reflejo en el
ámbito judicial a través del artículo 125 CE’78 (9), así como en el ámbito
de la Administración Pública, mediante el régimen de Concejo abierto
(artículo 140), el trámite de la audiencia de los ciudadanos, directamente
o a través de las organizaciones y asociaciones reconocidas por la ley,
en el procedimiento de elaboración de las disposiciones administrativas
que les afecten (artículo 105.a.), o el derecho de acceso de los ciuda-
danos a los archivos y registros administrativos (artículo 105.b.). El artículo
29 reconoce, como derecho fundamental, el derecho de petición. En la
regulación de la elaboración de las leyes se contempla la iniciativa popu-
lar para la presentación de proposiciones de ley (artículo 87.3), mientras
que el artículo 92 prevé el referéndum consultivo para la adopción de
decisiones políticas de especial trascendencia, además de los supuestos
relativos a la reforma constitucional, y a la aprobación y modificación de
algunos Estatutos de Autonomía. Con un carácter sectorial, la CE’78 reco-
noce la participación de los miembros de la comunidad educativa (artículo
27.5), la participación libre y eficaz de la juventud en el desarrollo polí-
tico (artículo 48), de los consumidores y usuarios en las cuestiones que les
afecten (artículo 51.2), el derecho de participación de los interesados en
la Seguridad Social y en la actividad de los organismos públicos cuya fun-
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(9) El artículo 125 CE’78 establece que «los ciudadanos podrán ejercer la acción popular y
participar en la Administración de Justicia mediante la institución del Jurado, en la forma y con res-
pecto a aquellos procesos penales que la Ley determine, así como en los Tribunales consuetudina-
rios y tradicionales».



ción afecte directamente a la calidad de la vida o al bienestar general
(artículo 129) o la participación en la planificación de la actividad eco-
nómica general (artículo 131.2).

Se observa, por tanto, la riqueza de nuestra Constitución en cuanto
al reconocimiento de ámbitos de participación a favor del ciudadano. Sin
embargo, hay que tener en cuenta la delimitación conceptual que ha lle-
vado a cabo el Tribunal Constitucional sobre el derecho de participación
consagrado y protegido en el artículo 23 CE’78. En concreto, el Tribunal
considera que, a diferencia del principio de participación consagrado en
el artículo 9.2, que se extiende no sólo a las instituciones inmediatamente
políticas sino que debe hacerse presente también en otros diversos ámbi-
tos de decisión y gestión, para que la participación regulada en una Ley
pueda considerarse como una concreta manifestación del artículo 23, es
necesario que se trate de una participación política, es decir, de una mani-
festación de la soberanía popular. Por tanto, en este precepto se trata de
las modalidades (representativa y directa) de lo que en el mundo occi-
dental se conoce por democracia política, donde se llama al pueblo como
titular de ese poder político.

Sobre la interpretación del derecho de participación reconocido en
el artículo 23 y, en concreto, en relación a la posibilidad o no de subsu-
mir en este precepto la propia participación administrativa, ha surgido un
intenso debate. Aunque el Tribunal Constitucional, como acabamos de ver,
mantiene una postura estricta, un amplio sector de la doctrina defiende
que la participación ciudadana en las funciones administrativas también
debería estar incluida en el derecho fundamental de ese artículo 23. Según
esta corriente doctrinal, no existe en nuestro Derecho impedimento alguno
para negar la incorporación de la participación administrativa en el ámbito
de protección privilegiada del artículo 23, sobre todo si se parte del mismo
tenor literal del artículo al referirse a la participación directa en los asun-
tos públicos, pues una interpretación contraria sería algo así como negar
la propia esencia pública de la Administración (10).
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(10) Otra corriente doctrinal, a modo de justificación de la exclusión de la participación admi-
nistrativa del artículo 23, resalta la comprometida posición económica en la que quedaría la Admi-
nistración pública tras una posible y continua condena judicial por la estimación masiva de recur-
sos de amparo interpuestos —ante un desbordado y colapsado Tribunal Constitucional— por parte
de una ciudadanía que considera violado su derecho fundamental a la participación administrativa
por una ausencia o falta de efectividad de los mecanismos oportunos para su ejercicio.



Al margen de este debate, sí existe cierta unanimidad en cuanto a la
necesidad de propiciar mayores cotas de participación ciudadana, tanto
en el ámbito de la participación política, como en el de la participación
administrativa. El mandato del artículo 9.2 CE’78 implica la maximiza-
ción de la participación como uno de los ejes centrales que debe guiar
la actuación de los poderes públicos y se proyecta no sólo en las institu-
ciones públicas o más inmediatamente políticas, sino que debe también
hacerse presente en otros diversos ámbitos de decisión y gestión (11). El
principio democrático se extiende a espacios diferentes del político-parla-
mentario, esto es, al resto de los poderes públicos, en especial, al Gobierno
y la Administración, además de hacerlo a las instituciones económicas y
sociales (12).

En este sentido, hay que traer a colación los mandatos impuestos por
el artículo 103 CE’78, que ordena a la Administración servir con objeti-
vidad los intereses generales actuando de acuerdo con el principio de efi-
cacia. Para la consecución de estos intereses generales, aparece una nueva
visión de la participación ciudadana como factor de eficacia, en la medida
en que este principio no se reduce a la significación economicista de efi-
ciencia, sino que su significado primordial es el de consecución de los
fines de interés general (13). La gestión de los poderes públicos no puede
resolverse en simples términos de economía y eficiencia, sino también en
adecuación a las necesidades y demandas manifestadas por la colectivi-
dad a través de cauces participativos, adecuación facilitada por la pro-
ximidad que conlleva la participación de la ciudadanía en la toma de
decisiones públicas. Por tanto, una Administración abierta a la participa-
ción, que sea capaz de tener en cuenta la opinión de la ciudadanía antes
de decidir es, sin duda, una Administración más democrática y normal-
mente más eficaz, si por eficacia se entiende la adecuación de la acción
administrativa a las demandas sociales y no sólo la agilidad o rapidez
de tramitación de los procedimientos.
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(11) Luis AGUIAR DE LUQUE, Democracia directa e instituciones de democracia directa en el
ordenamiento constitucional español, en vol. col. La experiencia constitucional, Madrid, CEPC, 2000,
p. 69.

(12) Josep María CASTELLÀ ANDREU, Los Derechos Constitucionales de Participación Política en
la Administración Pública, Barcelona, CEDES Ed., 2001, p. 116.

(13) Luciano José PAREJO ALFONSO, La eficacia como principio jurídico de la actuación de la
Administración Pública, en «Documentación Administrativa», núm. 218-219 (1989), p. 54.



III. UN NUEVO MARCO ESTATUTARIO PARA LA PARTICIPACIÓN
CIUDADANA

Todo el catálogo de principios y formas de participación reconocido
en nuestro texto fundamental se ha reiterado posteriormente en los orde-
namientos autonómicos. No olvidemos que en el sistema político español,
como en cualquier Estado democrático políticamente descentralizado, la
exigencia del carácter democrático en el funcionamiento de los órganos
de gobierno se extiende al ámbito autonómico. También en este nivel terri-
torial se exige la participación de la ciudadanía en la toma de decisio-
nes públicas, de tal modo que las normas institucionales básicas de las
Comunidades Autónomas han venido reconociendo estos derechos de par-
ticipación, teniendo en cuenta y respetando, en cualquier caso, el marco
constitucional.

Los Estatutos de Autonomía, como norma institucional básica de la
Comunidad Autónoma, reconocen derechos de participación ciudadana,
no como manifestación de un ámbito competencial (14), sino relacionado
con la capacidad de cada Comunidad para ordenar sus propias institu-
ciones de autogobierno, determinando cómo posibilitar la participación
de la ciudadanía en la vida pública de la Comunidad Autónoma, en sus
instituciones y en el proceso de adopción de sus decisiones o de gestión
de los asuntos que le son encomendados (15). En este sentido, hay que
advertir que el reconocimiento de derechos participativos se ha ido poten-
ciando a medida que se han reformado los textos estatutarios.
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(14) Obviamente, no existe un título competencial específico que atribuya competencia al
Estado o a las Comunidades Autónomas sobre la regulación general de la participación ciudadana.
La participación ciudadana no se define como una competencia «sustantiva», no es competencia
per se, sino que tiene un carácter instrumental para el cumplimiento de los fines y objetivos de las
políticas públicas generales o sectoriales. Las Comunidades Autónomas se configuran como entida-
des territoriales con autonomía política, lo que les permite definir y ejecutar políticas públicas pro-
pias dentro de su ámbito territorial, y dentro del sistema competencial previamente definido. Cómo
definir y ejecutar estas políticas sectoriales autonómicas, en cuanto a intervención de la ciudadanía,
es una opción de cada Comunidad dado su autogobierno y consiguiente autoorganización.

(15) Este reconocimiento estatutario de derechos de participación encuentra, sin embargo, lími-
tes en su formulación y desarrollo. El primer límite se halla en el sistema de reparto competencial,
de tal forma que el reconocimiento de derechos no debe suponer asunción de nuevas competencias
o títulos competenciales distintos, tal y como previene expresamente el artículo 6.3 del Estatuto de
Autonomía de Aragón. Del mismo modo, ha de respetar las condiciones básicas que el Estado haya
establecido para garantizar a todos los españoles la igualdad en el ejercicio de este tipo de dere-
chos (artículo 149.1.1 CE’78), así como las reservas normativas previstas en la CE’78, en especial
las leyes orgánicas del artículo 81 CE’78.



En una primera fase de nuestro Estado Autonómico, el reconocimiento
de derechos de participación se recogía casi exclusivamente en la CE’78,
actuando la norma estatutaria como norma institucional que regulaba la
estructura organizativa y las competencias de la Comunidad Autónoma. En
concreto, el Estatuto aragonés de 1982, como el resto de Estatutos de esta
primera fase, no dispone de ningún título específico dedicado a los dere-
chos de participación. Se limita a fijar la condición política de aragonés
(artículo 4), reproduciendo el mandato contenido en el artículo 9.2 CE’78,
al señalar que corresponde a los poderes públicos aragoneses, sin perjui-
cio de la acción estatal y dentro del ámbito de sus respectivas competen-
cias, facilitar la participación de todos los aragoneses en la vida política,
económica, cultural y social (artículo 6.2). Por su parte, en el Capítulo I
del Título I, dedicado a las Cortes de Aragón, se hace una breve alusión
a la iniciativa legislativa popular, estableciendo que por Ley de Cortes de
Aragón se regulará la iniciativa legislativa popular (artículo 15.3).

Por este motivo es importante resaltar el movimiento dado por las
recientes reformas estatutarias en cuanto al reconocimiento de derechos
de participación ciudadana, ya que supone la consagración, en la norma
institucional básica de la Comunidad Autónoma (16), de un principio y
unos derechos que deben informar la actuación de los poderes públicos
autonómicos. En concreto, se puede observar cómo los Estatutos de Auto-
nomía de última generación hacen un especial hincapié en el «hecho demo-
crático», con unas manifestaciones que, en comparación con los textos ori-
ginales, resaltan una profundización democrática. Las reformas estatutarias
producidas en los últimos años, así como aquellas otras que se están tra-
mitando, abarcan no sólo los aspectos de atribución de competencias a
las Comunidades Autónomas o los de relación de éstas con el Estado, sino
que también afectan, en lo que aquí interesa, a la regulación de la pro-
pia organización institucional de la Comunidad Autónoma, haciendo par-
tícipe al ciudadano en el ejercicio del poder que ejercen las instituciones
autonómicas.

Por tanto, hoy podemos observar dos grandes grupos de Estatutos de
Autonomía según el grado de reconocimiento del derecho de participa-
ción. Por un lado, aquellos textos estatutarios que mantienen su redacción
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(16) Respecto al reconocimiento de derechos políticos por los Estatutos de Autonomía, véase
la STC 247/2007, de 12 de diciembre (FJ. 15b).



original, en la que se recoge una proclamación en grado de mínimos, por
lo general reproduciendo aquellos mandatos impuestos por el texto cons-
titucional —sin perjuicio de su profundización democrática en una futura
reforma estatutaria—; y por otro, un segundo grupo compuesto por aque-
llos Estatutos de última generación (Cataluña, Aragón, Valencia, Andalu-
cía, Baleares y Castilla León) que recogen el derecho de participación en
un alto grado de intensidad, con continuas proclamaciones normativas que
se configuran como mandatos, en muchos casos innovadores, dirigidos de
forma general y sectorial a los poderes públicos autonómicos.

Manifestación de esta corriente democratizadora es el Estatuto de
Autonomía de Aragón (EAAr), que contempla la participación ciudadana
en los asuntos públicos con un carácter bifronte.

Por un lado, como obligación de los poderes públicos. Reiterando el
mandato establecido en el artículo 9.2 CE’78, corresponde a los poderes
públicos aragoneses, sin perjuicio de la acción estatal y dentro del ámbito
de sus respectivas competencias, facilitar la participación de todos los ara-
goneses en la vida política, económica, cultural y social (artículo 20.a
EAAr) (17). Junto a esta manifestación tradicional, el Estatuto de Autono-
mía establece, como una de sus principales novedades jurídico-políticas,
que los poderes públicos aragoneses promoverán la participación social
en la elaboración, ejecución y evaluación de las políticas públicas, así
como la participación individual y colectiva en los ámbitos cívico, político,
cultural y económico (artículo 15.3 «Derecho de participación») (18). Doble
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(17) En la misma línea, y con redacciones similares, se expresan el artículo 4.2 EA Cataluña;
artículo 10.1 EA Andalucía; artículo 8.2 EA Castilla León; artículo 9.4 EA Valencia.

(18) En este sentido, por su originalidad, cabe mencionar el mandato contenido en el artículo
43 EA Cataluña («Fomento de la participación»): «1. Los poderes públicos deben promover la par-
ticipación social en la elaboración, prestación y evaluación de las políticas públicas, así como la
participación individual y asociativa en los ámbitos cívico, social, cultural, económico y político,
con pleno respeto a los principios de pluralismo, libre iniciativa y autonomía. 2. Los poderes públi-
cos deben facilitar la participación y representación ciudadanas y políticas, con especial atención
a las zonas menos pobladas del territorio», debiendo facilitar la participación «con especial aten-
ción a las zonas menos pobladas del territorio». También el artículo 10 EA Andalucía («Objetivos
básicos de la Comunidad Autónoma»), al señalar que «la Comunidad Autónoma, en defensa del
interés general, ejercerá sus poderes con los siguientes objetivos básicos: 19) La participación ciu-
dadana en la elaboración, prestación y evaluación de las políticas públicas, así como la partici-
pación individual y asociada en los ámbitos cívico, social, cultural, económico y político, en aras
de una democracia social avanzada y participativa». Por su parte, el artículo 1 EA Valencia pro-
clama, como objetivo de la Comunidad Valenciana, «reforzar de la democracia y garantizar la par-
ticipación de todos los ciudadanos en la realización de sus fines».



mandato que debe incardinarse dentro del general propuesto por el artículo
11.3, en virtud del cual los poderes públicos aragoneses deben promo-
ver las medidas necesarias para garantizar de forma efectiva el ejercicio
de los derechos —entre ellos, el derecho de participación— (19).

Por otro lado, la participación como derecho reconocido. El artículo
15.1 EAAr reconoce el derecho de los aragoneses a participar en condi-
ciones de igualdad en los asuntos públicos, en los términos que establecen
la Constitución, el Estatuto y las Leyes (20). Y todo ello en el marco de una
cultura de valores democráticos, reconociendo la obligación de los pode-
res públicos aragoneses de promover la cultura de la paz, mediante la
incorporación de valores como la participación (artículo 30) (21).

En cualquier caso, el texto aragonés no queda ahí, y a lo largo de
su articulado se recogen múltiples preceptos que contienen principios, ins-
trumentos y mandatos generales dirigidos a los poderes públicos para que
éstos desarrollen una actividad dirigida a potenciar la participación de la
ciudadanía en la «cosa pública».

En este sentido, el Estatuto de Autonomía de Aragón abre el proce-
dimiento legislativo a los ciudadanos a través de la iniciativa legislativa
popular. Ahora bien, mientras el anterior texto estatutario se limitaba a
enumerar la iniciativa popular entre las diferentes vías de iniciativa legis-
lativa, remitiéndose a la ley autonómica para el desarrollo de la forma y
condiciones de su ejercicio, el nuevo texto, además de contemplarla entre
los preceptos dedicados al procedimiento legislativo (artículo 42.2), tam-
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(19) Del mismo modo, también debe incardinarse dentro del artículo 6.3 EAAr: «Los poderes
públicos aragoneses están vinculados por estos derechos y libertades y deben velar por su protec-
ción y respeto, así como promover su pleno ejercicio».

(20) En la misma línea, todos los Estatutos de última generación han incorporado este dere-
cho de forma similar. Véanse los arts. 29 («Derecho de participación») del EA Cataluña; 11 («Dere-
chos de participación en los asuntos públicos») del EA Castilla y León; 30 («Participación política»)
del EA Andalucía; 15 («Derechos de participación») del EA Baleares; y 9.4 del EA Comunidad
Valenciana.

(21) El artículo 11 EA Andalucía («Promoción de los valores democráticos y ciudadanos») con-
tiene un mandato similar, al señalar que «los poderes públicos de Andalucía promoverán el desa-
rrollo de una conciencia ciudadana y democrática plena, fundamentada en los valores constitucio-
nales y en los principios y objetivos establecidos en este Estatuto como señas de identidad propias
de la Comunidad Autónoma. Con esta finalidad se adoptarán las medidas precisas para la ense-
ñanza y el conocimiento de la Constitución y el Estatuto de Autonomía». Por su parte, el artículo
4.3 EA Cataluña establece la obligación de los poderes públicos de promover valores como la liber-
tad, la democracia y el pluralismo.



bién proclama expresamente, dentro del Título dedicado a los derechos
subjetivos de los ciudadanos, el derecho de los aragoneses a presentar
iniciativas legislativas ante las Cortes de Aragón. Por tanto, esta nueva
estructuración no es sino una expresión particular del derecho subjetivo
de los ciudadanos aragoneses a participar en los asuntos públicos y del
mandato dirigido a los poderes públicos de promover la participación en
la vida política, económica, cultural y social (22). Pero además, el dere-
cho de los aragoneses a intervenir en el procedimiento legislativo se
extiende a su fase central o deliberativa, conforme al artículo 15.2 que
reconoce el derecho a participar en el proceso de elaboración de las
Leyes, de acuerdo con lo que establezca la Ley y el Reglamento de las
Cortes (23).

Además de la participación ciudadana en la actividad legislativa auto-
nómica, la lista de derechos estatutarios de participación directa contem-
pla —de forma implícita, ya que no se recoge como derecho subjetivo,
sino dentro del ámbito competencial de la Comunidad Autónoma— la inter-
vención en los asuntos públicos a través de encuestas, audiencias públi-
cas, foros de participación y cualquier otros instrumento de consulta popu-
lar que convoque la Comunidad Autónoma (artículo 71.27). Radica aquí
una de las principales diferencias del texto aragonés respecto al resto de
Estatutos de Autonomía, ya que, a excepción de la Comunidad Valenciana
—también recoge este derecho sólo a través del listado competencial—,
todos los Estatutos de Autonomía, además de la competencia en materia
de consultas, contemplan expresamente el derecho de los ciudadanos a
promover la celebración de consultas populares sobre cuestiones de inte-
rés general relacionadas con las competencias de su Comunidad cuya
convocatoria pueda corresponder al Gobierno autonómico —así como a
los Ayuntamientos— (24). Este silencio del Estatuto de Aragón no impide,
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(22) La mayoría de los Estatutos de Autonomía de última generación recogen este doble carác-
ter de la iniciativa legislativa popular, recogiéndola como precepto dedicado al procedimiento legis-
lativo y como derecho subjetivo. Así, EA Cataluña (arts. 29.3 y 62.1), EA Baleares (arts. 15.2.b. y
47.3), EA Castilla León (arts. 11.4 y 25.2), EA Andalucía (arts. 30.1.b —reiterado posteriormente
en sede de procedimiento legislativo, art. 113— y 111.2).

(23) Este derecho de participación, directamente o por medio de entidades asociativas, en el
proceso de elaboración de las leyes en el Parlamento autonómico, se recoge también en el EA Anda-
lucía (art. 30.1.b), EA Cataluña (art. 29.4) y EA Baleares (art. 15.2.b).

(24) Artículo 15.2 EA Baleares: «Los ciudadanos de las Illes Balears tienen el derecho a par-
ticipar en condiciones de igualdad en los asuntos públicos, directamente o por medio de repre-
sentantes, en los términos que establecen la Constitución, este Estatuto y las Leyes. Este derecho



en cualquier caso, que la futura legislación sobre consultas populares auto-
nómicas, cuya aprobación y desarrollo forma parte de la lista de com-
petencias asumidas por la Comunidad, determine el derecho de los ara-
goneses a promover la celebración de consultas populares.

Otra vía de participación directa abierta por el Estatuto de Autono-
mía de Aragón es la participación del ciudadano en el procedimiento de
reforma del propio Estatuto. En concreto, el artículo 115.7 establece que
la aprobación de la reforma por las Cortes Generales, mediante Ley Orgá-
nica, incluirá la autorización del Estado para que el Gobierno de Aragón
convoque referéndum de ratificación del cuerpo electoral de Aragón en
un plazo de seis meses desde la votación final en las Cortes Generales.
El Gobierno de Aragón convocará tal referéndum si así lo acuerdan pre-
viamente las Cortes de Aragón con el voto favorable de las dos terceras
partes de sus miembros.

Finalmente, en íntima conexión con el derecho de participación, el
Estatuto de Aragón (artículo 16.3) reconoce el derecho de petición ante
las Administraciones Públicas, lo que incluye el derecho a una resolución
en plazo adecuado (25).
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comprende: c) El derecho a promover la convocatoria de consultas populares por el Gobierno de
las Illes Balears, Consejos Insulares o por los Ayuntamientos en los términos que establezca la Cons-
titución española y las Leyes». Artículo 29.6 EA Cataluña: «Los ciudadanos de Cataluña tienen dere-
cho a promover la convocatoria de consultas populares por parte de la Generalitat y los Ayunta-
mientos, en materia de las competencias respectivas, en la forma y las condiciones que las Leyes
establecen». Artículo 11.5 EA Castilla León: «Los ciudadanos de Castilla y León tienen derecho a
promover la convocatoria de consultas populares, relativas a decisiones políticas que sean compe-
tencia de la Comunidad, en las condiciones y con los requisitos que señalen las Leyes, respetando
lo dispuesto en el artículo 149.1.32 de la Constitución Española». Artículo 30.1 EA Andalucía:
«Conforme al artículo 5, los andaluces y andaluzas tienen el derecho a participar en condiciones
de igualdad en los asuntos públicos de Andalucía, directamente o por medio de representantes, en
los términos que establezcan la Constitución, este Estatuto y las leyes. Este derecho comprende: c)
El derecho a promover la convocatoria de consultas populares por la Junta de Andalucía o por los
Ayuntamientos, en los términos que establezcan las leyes».

(25) Artículo 11.6 EA Castilla León: «Todas las personas tienen el derecho a dirigir peticio-
nes a las Instituciones y a las Administraciones Públicas de la Comunidad, así como a los entes que
dependan de las mismas, en relación con asuntos que sean de su competencia». Artículo 30.1.d
EA Andalucía: «Conforme al artículo 5, los andaluces y andaluzas tienen el derecho a participar
en condiciones de igualdad en los asuntos públicos de Andalucía, directamente o por medio de
representantes, en los términos que establezcan la Constitución, este Estatuto y las leyes. Este dere-
cho comprende: d) El derecho de petición individual y colectiva, por escrito, en la forma y con los
efectos que determine la ley». Artículo 29.5 EA Cataluña: «Todas las personas tienen derecho a
dirigir peticiones y a plantear quejas, en la forma y con los efectos que establecen las Leyes, a las
instituciones y la Administración de la Generalitat, así como a los entes locales de Cataluña, en



Por otra parte, el Estatuto aragonés, más allá de estas regulaciones
genéricas proclamadas para todas las personas, contiene múltiples men-
ciones a la participación de colectivos de ciudadanos en diferentes pla-
nos normativos y con diferente alcance jurídico (derechos, principios rec-
tores específicos relativos a materia participativa, o referencias en otros
principios dedicados a distintos bienes jurídicos). Desde este punto de vista
subjetivo, el artículo 24, en relación con el ámbito de la protección per-
sonal y familiar, establece que los poderes públicos aragoneses orienta-
rán sus políticas de acuerdo con el objetivo de garantizar la protección
de las personas mayores, para que desarrollen una vida participativa (26).
El artículo 25 («promoción de la autonomía personal») señala que los
poderes públicos aragoneses promoverán medidas que garanticen la auto-
nomía y la integración social y profesional de las personas con discapa-
cidades, así como su participación en la vida de la comunidad (27). O
el artículo 29, que reconoce la obligación de los poderes públicos de pro-
mover las políticas necesarias para la integración socioeconómica de las
personas inmigrantes, la efectividad de sus derechos y deberes, su inte-
gración en el mundo educativo y la participación en la vida pública; pre-
cepto que se encuentra en íntima conexión con lo dispuesto en el artículo
4.3, en cuya virtud los poderes públicos aragoneses, dentro del marco
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materias de las respectivas competencias. La Ley debe establecer las condiciones de ejercicio y los
efectos de este derecho y las obligaciones de las instituciones receptoras». Artículo 15.2.d EA Bale-
ares: «Los ciudadanos de las Illes Balears tienen el derecho a participar en condiciones de igual-
dad en los asuntos públicos, directamente o por medio de representantes, en los términos que esta-
blecen la Constitución, este Estatuto y las Leyes. Este derecho comprende: d) El derecho de petición
individual y colectiva en los términos que establezcan las Leyes del Estado».

(26) En la misma línea, artículo 13.5 EA Castilla León: «Derechos de las personas mayores.
Las Administraciones Públicas de Castilla y León velarán para que las personas mayores no sean
discriminadas en ningún ámbito de su existencia y garantizarán sus derechos, en particular, la pro-
tección jurídica y de la salud, el acceso a un alojamiento adecuado, a la cultura y al ocio, y el
derecho de participación pública y de asociación». Artículo 10 EA Valencia: «En todo caso, la
actuación de la Generalitat se centrará primordialmente en los siguientes ámbitos: (…) participa-
ción y protección de las personas mayores».

(27) Del mismo modo, el artículo 13.8 EA Castilla León: «Derechos de las personas con dis-
capacidad. (…) La Ley reconocerá asimismo la participación de las personas con discapacidad en
la definición de las políticas que les afecten a través de las asociaciones representativas de sus inte-
reses». Artículo 10.3 EA Valencia: «En todo caso, la actuación de la Generalitat se centrará pri-
mordialmente en los siguientes ámbitos: (…) participación y protección (…) de los dependientes».
Artículo 16.3 EA Baleares: «En todo caso, la actuación de las Administraciones públicas de las Illes
Balears deberá centrarse primordialmente en los siguientes ámbitos: (…) la no discriminación y los
derechos de las personas dependientes y de sus familias a la igualdad de oportunidades, su par-
ticipación y protección (…)».



constitucional, establecerán las vías adecuadas para facilitar y potenciar
la participación en las decisiones de interés general de los ciudadanos
extranjeros residentes en Aragón (28).

Finalmente, se incorporan preceptos que prevén una participación sec-
torial, una participación de la ciudadanía en sectores específicos de inter-
vención administrativa. Es el caso del artículo 17.2, al señalar que la Ley
regulará el derecho de consumidores y usuarios a la información y la pro-
tección, así como los procedimientos de participación en las cuestiones
que puedan afectarles (29). O el artículo 18.3 EAAr, que proclama el
derecho de todas las personas a acceder a la información medioambien-
tal de que disponen los poderes públicos, en los términos que establecen
las Leyes, precepto que ha de ser interpretado de acuerdo con el criterio
de información-participación ciudadana que impone la normativa comu-
nitaria, considerando la información como requisito previo e indispensa-
ble para esa participación (30). También el artículo 19 que, al regular los
derechos relacionados con el agua, reconoce su ejercicio en el marco de
la participación (31).
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(28) Otros Estatutos de última generación reconocen la necesidad de propiciar la participa-
ción de otros sectores sociales. Es el caso de la participación de la juventud —artículo 16.3 EA
Baleares, y artículo 10.3 EA Valencia—, comunidades residentes en el exterior —artículo 6 EA Anda-
lucía—, o mujeres —artículo 19 EA Cataluña—.

(29) Artículo 14.5 EA Baleares: «Las Administraciones públicas de las Illes Balears garanti-
zarán políticas de protección y defensa de consumidores y usuarios y de sus asociaciones, así
como de su derecho a ser informados y a intervenir, directamente o a través de sus representan-
tes, ante las Administraciones públicas de las Illes Balears de acuerdo con la legislación del Estado
y las Leyes del Parlamento». Artículo 28.2 EA Cataluña: «Los consumidores y usuarios tienen dere-
cho a ser informados y a participar, directamente o mediante sus representantes, en lo que se
refiere a las Administraciones públicas de Cataluña, en los términos que establecen las Leyes».
Artículo 9.5 EA Valencia: «La Generalitat garantizará políticas de protección y defensa de consu-
midores y usuarios, así como sus derechos al asociacionismo, de acuerdo con la legislación del
Estado». Artículo 27 EA Andalucía: «Se garantiza a los consumidores y usuarios de los bienes y
servicios el derecho a asociarse, así como a la información, formación y protección en los térmi-
nos que establezca la ley. Asimismo, la ley regulará los mecanismos de participación y el catá-
logo de derechos del consumidor».

(30) Artículo 27.3 EA Cataluña: «Todas las personas tienen derecho a acceder a la informa-
ción medioambiental de que disponen los poderes públicos. El derecho de información sólo puede
ser limitado por motivos de orden público justificados, en los términos que establecen las Leyes».
Artículo 28.3 EA Andalucía: «Todas las personas tienen derecho a acceder a la información medioam-
biental de que disponen los poderes públicos, en los términos que establezcan las leyes».

(31) También en este caso, el resto de Estatutos contemplan otros ámbitos en lo que se con-
sidera necesaria la participación. Así, en el ámbito de la educación —artículo 21 EA Cataluña, y
artículo 26 EA Baleares—, o de servicios sociales —artículo 24 EA Cataluña—.



En todo caso, todos estos preceptos estatutarios que se han ido ana-
lizando —al igual que el principio recogido en el artículo 9.2 CE’78 y
demás mandatos constitucionales— se configuran con un carácter pro-
gramático, que fijan objetivos sin precisar las obligaciones que se derivan
para los poderes públicos. Estas declaraciones no contienen un mandato
que vincule a los poderes públicos a la adopción de unas medidas con-
cretas, sino un mandato abstracto que, aunque se configura como un autén-
tico deber de acción, no impone una acción determinada. La eficacia jurí-
dica de este derecho dependerá en la mayoría de los casos de lo que
disponga el legislador.

Por tanto, el desarrollo legislativo y ejecutivo permitirá comprobar
cómo las Comunidades Autónomas perfilan y dotan de contenido efectivo
el derecho de participación de los ciudadanos. Ahora bien, no cabe duda
que este proceso de democratización recogido en los Estatutos de última
generación puede servir de punto de inflexión, incitando a los poderes
públicos a tomar medidas serias y ordenadas para propiciar la partici-
pación de la ciudadanía en la construcción de las políticas públicas.
Empieza a observarse, de hecho, una nueva actuación autonómica en este
sentido, lo que obliga a un análisis comparado.

IV. LA ORDENACIÓN JURÍDICO-ADMINISTRATIVA DE LA PARTI-
CIPACIÓN CIUDADANA

En los últimos años estamos asistiendo a un renovado intento de revi-
talizar la participación ciudadana desde las instancias autonómicas, con el
objeto de alcanzar una democracia directa y participativa como comple-
mento y profundización de la democracia representativa. Con independen-
cia del tipo jurídico de participación —política o administrativa—, se pro-
ponen distintas vías para incrementar la participación de los ciudadanos
dentro del modelo autonómico, observándose así una tendencia integra-
cionista en la Administración autonómica, en la medida en que surge una
nueva preocupación, en forma de política pública, como es la integración
de la ciudadanía en el proceso de toma de decisiones públicas.

Siguiendo a NAVARRO YÁÑEZ, la política pública de participación ciu-
dadana puede definirse como el conjunto de iniciativas, procedimientos e
instituciones creadas por los Gobiernos para fomentar la participación de
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la ciudadanía y su inclusión en los procesos de toma de decisiones que
les afectan. Se trata, pues, de la oferta del bien público «participación»
a través de la generación de nuevas y diversas oportunidades de partici-
pación de carácter no electoral.

Tradicionalmente, ha sido en el ámbito local donde más se ha tra-
bajado para incorporar instrumentos participativos en la toma de deci-
siones públicas, tras la consideración del Municipio como espacio idóneo
para articular la democracia participativa (32). Sin embargo, dado el cor-
pus que está tomando esta materia a nivel autonómico, cabe detenerse
aquí en el análisis de la intervención administrativa que empieza a desa-
rrollarse en materia de participación ciudadana por parte de determina-
das Comunidades Autónomas. En el desarrollo de estas políticas públicas
de participación, y a efectos de un estudio sistemático, los Gobiernos auto-
nómicos emplean, al menos, tres grandes tipos de orientaciones y estra-
tegias: organizativa, normativa y relacional.

1. El Sistema de Organización Administrativa

Durante los últimos años se observa una actividad organizatoria con
el fin de poner en marcha una política pública, propia y específica, en
materia de participación ciudadana (Aragón, Cataluña, Baleares, Cana-
rias, Valencia y País Vasco). En este sentido, cabe resaltar la importancia
de esta actuación primaria, en la medida en que esta actividad determina
la estructura de la organización, las funciones concretas encomendadas,
los medios atribuidos y los criterios de articulación de esa organización
con otras ya existentes. La definición de las nuevas organizaciones admi-
nistrativas va a determinar, en gran medida, qué tipo de política pública
se quiere desarrollar.
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(32) La primera disposición de la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases del Régi-
men Local, es precisamente la consideración de los Municipios como «cauces inmediatos de partici-
pación ciudadana en los asuntos públicos» (artículo 1.1). El propio Estatuto de Autonomía de Aragón,
en su artículo 82, considera el municipio como entidad territorial básica de Aragón y «medio esen-
cial de participación de la comunidad vecinal en los asuntos públicos». En la misma línea se expre-
san el artículo 86 EA Cataluña («El municipio es el ente local básico de la organización territorial de
Cataluña y el medio esencial de participación de la comunidad local en los asuntos públicos»), artículo
75 EA Baleares («El municipio es la entidad local básica de la organización territorial de las Illes
Balears y el instrumento fundamental para la participación de la comunidad local en los asuntos públi-
cos») y artículo 44 EA Castilla León («El municipio es la entidad territorial básica de la Comunidad y
la institución de participación más directa de los ciudadanos en los asuntos públicos»).



Desde esta perspectiva, se habla del Sistema de Organización Admi-
nistrativa como el desarrollo de un entramado organizativo específico en
el seno de la Administración autonómica con el fin de preservar el desa-
rrollo y fomento de la participación, así como focalizar el flujo de demanda
de participación proveniente de la ciudadanía.

Esta organización administrativa es reciente, como reciente es la pre-
ocupación formal de los poderes públicos autonómicos por la inserción
del fenómeno participativo en sus políticas. Así, en los últimos años diver-
sos Gobiernos autonómicos han creado una organización administrativa
específica para encauzar y dirigir una política pública de participación
ciudadana. Partiendo de este reconocimiento, la primera idea que es nece-
sario resaltar es la progresiva consolidación de una «Administración Auto-
nómica Participativa».

Existe una escasa variedad en la estructuración orgánica de las Comu-
nidades Autónomas en materia de participación ciudadana, toda vez que el
ejercicio de las competencias autonómicas en la materia se encomienda a
órganos de la Administración activa a nivel de Dirección General. No existe
uniformidad, en cambio, en la atribución de competencias a una determi-
nada Consejería, de modo que en algunas Comunidades Autónomas se atri-
buye a la Consejería de Presidencia, resaltando así el carácter transversal
de la materia (Aragón, Baleares y Canarias); en otras a la Consejería de
Interior, Relaciones Institucionales y Participación (Cataluña), de Inmigración
y Ciudadanía (Valencia), y de Vivienda y Asuntos Sociales (País Vasco).

Las competencias atribuidas a las diversas Direcciones Generales com-
petentes en la materia observan unas líneas comunes en todas ellas, como
núcleo duro de la participación ciudadana, y una serie de ámbitos espe-
cíficos de cada territorio. Las competencias que constituyen ese núcleo
duro giran en torno a un triple pilar, esto es, fomentar valores y prácticas
de participación ciudadana, promover espacios y procesos de participa-
ción ciudadana —incluido el impulso y fomento del asociacionismo—, así
como propiciar la formación, investigación y sensibilización de la socie-
dad en una cultura de participación democrática. Junto a este tronco com-
petencial común, se observan especificidades en algunas de las Comuni-
dades Autónomas, como el contacto institucional y apoyo a los colectivos
de residentes fuera de la Comunidad Autónoma (Comunidad Valenciana)
o la referencia expresa al impulso de la vertiente social de la Agenda
Local XXI (País Vasco).
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Desde la perspectiva de la organización administrativa autonómica,
resulta de interés destacar la progresiva creación de órganos interdepar-
tamentales (Comunidad Valenciana, Baleares y Cataluña), reforzando de
este modo el carácter transversal de la participación ciudadana. Se trata
de órganos colegiados, integrados por representantes de los diferentes
Departamentos, que, adscritos a la Consejería competente en materia de
participación ciudadana, tienen como finalidad asegurar la coordinación
interna de las diversas estructuras de la Administración Autonómica, ase-
gurando la coherencia y cohesión de la acción administrativa en la mate-
ria, mediante la fijación de medios y sistemas de relación que hagan posi-
ble la información recíproca, la homogeneidad técnica y la acción conjunta
de los distintos órganos de la Administración. En concreto, sus funciones
principales son analizar los mecanismos de participación ciudadana y el
grado de implantación de éstos, impulsar las actuaciones de las Conse-
jerías en la materia, proponer medidas innovadoras de participación,
homogenizar y coordinar los instrumentos participativos en la actuación
del Gobierno autonómico, así como evaluar la aplicación de las políticas
de fomento de la participación ciudadana. En su seno, y para el eficaz
cumplimiento de sus funciones, se prevé la creación de grupos o comi-
siones técnicas de trabajo en las materias que así lo requieran. Destaca
además, en el caso de la Comisión Interdepartamental de Baleares, el
mandato dirigido a ésta para la búsqueda e implantación de mecanismos
de colaboración con las entidades locales (para actuaciones conjuntas) y
entidades representativas de la sociedad civil.

Por otra parte, la Comunidad Valenciana, de 9 de noviembre, ha cre-
ado como órgano consultivo el Consejo de Ciudadanía. Dependiente orgá-
nicamente de la Consejería que ostenta las competencias en materia de
participación ciudadana, sirve como nexo de unión y diálogo entre la
sociedad civil y la Administración Autonómica, con el objeto de fomentar
proyectos de carácter participativo y con el fin de lograr un proceso de
coordinación entre la sociedad civil y la Administración. Su composición
es plural, de modo que junto a los miembros de la Administración auto-
nómica, lo integran representantes de las Universidades, Entidades Loca-
les, Entidades Ciudadanas, así como personas de reconocido prestigio del
tejido asociativo de la Comunidad Valenciana. Respecto a sus funciones,
conoce e informa los planes, políticas públicas y acciones que afecten o
estén relacionados con la participación ciudadana, el asociacionismo, la
integración y la convivencia intercultural que emprenda la Administración
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Autonómica, así como en todos aquellos ámbitos de acción social en los
que se debe continuar fomentando la integración y cuyo conocimiento o
competencia no esté atribuido a ningún otro órgano colegiado consultivo
o de participación de la administración de la Generalitat (artículo 1.3).
Para su cumplimiento, recibe, coordina y eleva a los organismos corres-
pondientes las iniciativas ciudadanas, colectivas o individuales, relativas
a propuestas o actuaciones institucionales de la Generalitat; emite infor-
mes sobre el nivel de participación ciudadana en la formulación de polí-
ticas públicas; emite informes consultivos, a requerimiento de las entida-
des ciudadanas así como de la Consejería competente; resuelve las
consultas que puedan plantearse por la Administración Autonómica res-
pecto a la acción colectiva de las entidades ciudadanas, etc.

2. Política normativa y planificación

Un segundo eje de la estrategia autonómica de participación ciu-
dadana es la política normativa, entendiendo por ésta el conjunto de ins-
trumentos normativos que tratan de encauzar, ordenar y propiciar la par-
ticipación en la toma de las decisiones públicas. Esta política normativa
se viene desarrollando, fundamentalmente, alrededor de cuatro grandes
ámbitos, como son la legislación específica de participación ciudadana,
la normativa reguladora de los instrumentos clásicos de democracia
directa, el régimen jurídico de la organización administrativa y la legis-
lación sectorial.

A) Legislación específica de participación ciudadana

El primer ámbito normativo hace referencia a la regulación, en un
texto legal único, de los diferentes mecanismos de participación ciuda-
dana para la construcción de las políticas públicas autonómicas. Sin
embargo, sobre este punto no existe una homogeneidad en la actuación
de las Comunidades Autónomas, sino que, al revés, existe un debate
abierto entre las dos grandes tendencias que han ido surgiendo en la
actuación autonómica. Por un lado, la que podemos denominar como «polí-
tica de juridificación» (Comunidad Valenciana, Canarias), basada en la
aprobación de una norma legal que codifica los diferentes instrumentos
de participación, y que encuentra su justificación en la necesidad de orde-
nar jurídicamente toda la diversidad de mecanismos participativos exis-
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tentes, configurando otras nuevas vías que amparen el ejercicio del dere-
cho de participación. Se trata de elevar a rango de Ley —como expre-
sión de la voluntad popular— la creación de espacios públicos que den
cabida, de forma específica y general, a la participación de la ciudada-
nía, estableciendo medidas que incidan en la elaboración y evaluación
de las políticas públicas. Por otro lado, una segunda tendencia configu-
rada como «política artesanal o experimental» (Cataluña, Aragón), que
no busca tanto la aprobación de una norma jurídica reguladora de la
materia, sino la experimentación de procesos y ámbitos de participación
sobre la base de la normativa general y sectorial existente. En este sen-
tido, la ordenación jurídica de una política de participación ciudadana
requiere la previa puesta en marcha de procesos e instrumentos partici-
pativos, experimentando con aquellos ámbitos de participación que reco-
noce el actual ordenamiento jurídico, y abriendo nuevas vías participati-
vas. Las conclusiones surgidas de esta experimentación, tanto de los cargos
políticos, como de técnicos y ciudadanía, servirá de base para una futura
ordenación codificadora de la participación ciudadana.

Dentro de la primera tendencia normativa se sitúan las Comunidades
Autónomas de Valencia y Canarias (33), que han emprendido la apro-
bación de una Ley general reguladora de la participación de la ciuda-
danía en la definición de las políticas públicas, donde la transversalidad
y el espíritu de codificación y unificación se convierten en los dos gran-
des pilares sobre los que se asienta esta política normativa.

En concreto, la primera norma legal aprobada en España ha sido la
Ley 11/2008, de 3 de julio de 2008, de la Generalitat, de Participación
Ciudadana de la Comunitat Valenciana (34). Con el objeto de regular y
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(33) Actualmente, la Comunidad de Canarias está trabajando en la redacción de la futura Ley
de Fomento de la Participación Ciudadana. Se encuentra disponible para su consulta el «Documento
Abierto para el Debate sobre la Ley Canaria de Participación Ciudadana», en www.gobcan.es.

(34) Tal y como proclama su Preámbulo, esta Ley, aprobada en el ejercicio de la competen-
cia y potestad de autoorganización, persigue fomentar la participación ciudadana en una sociedad
plural, profundizando en el acercamiento de las instituciones públicas valencianas a la ciudadanía,
e involucrando a ésta en la gestión pública que realizan. Trata de propiciar la implicación de la
ciudadanía en la actuación de la Administración Autonómica, garantizando la información de los
procedimientos que promueva, desarrolle o tramite en aras de una mayor transparencia en la ges-
tión pública, estableciendo, finalmente, mecanismos de evaluación de las políticas públicas y de
investigación del estado de la opinión pública. Recientemente, se ha aprobado el Decreto 76/2009,
de 5 de junio, por el que se aprueba el Reglamento de desarrollo y ejecución de la Ley 11/2008,
que viene a complementar y desarrollar los instrumentos de participación diseñados por la Ley.



fomentar la participación ciudadana, así como promover la participación
de la sociedad en los asuntos públicos, dentro del ámbito de la Adminis-
tración Autonómica, esta normal legal gira en torno a tres grandes ejes.
En primer lugar, recoge un auténtico Estatuto de los ciudadanos y de las
Entidades Ciudadanas desde el punto de vista de la participación ciuda-
dana, estableciendo un catálogo de derechos que permitan su interven-
ción e implicación en los asuntos públicos (35). Por otro lado, reconoce
y regula los diversos instrumentos con los que canalizar la participación
ciudadana en la toma de decisiones públicas, resaltando que «el resul-
tado de dichas acciones no tendrá carácter vinculante para la Adminis-
tración Autonómica Valenciana» (artículo 17.1) (36). Finalmente, como ter-
cer eje, la Ley 11/2008 contempla medidas de fomento de la participación
ciudadana, a través de la concesión de subvenciones a Entidades Ciuda-
danas, la definición y ejecución de programas de formación —tanto para
la ciudadanía y Entidades Ciudadanas, como para el personal al servicio
de la Administración Pública valenciana—, así como fórmulas de apoyo
mutuo entre entidades ciudadanas que faciliten el intercambio de datos,
servicios de apoyo y asesoramiento.

Entre estas dos tendencias normativas —juridificación y artesanal—,
se podría situar un tercer tipo, un grado intermedio que busca, no tanto
la aprobación de textos con vinculación jurídica directa, sino la adopción
de normas de Derecho Blando. Frente a la regulación rígida por la impo-
sición de comportamientos, la sujeción, el sometimiento, la autorización o
la habilitación, el Derecho blando o flexible (soft law) emplea técnicas
más suaves para dirigir las conductas, por medio de objetivos a conse-
guir, de directrices y recomendaciones a secundar, buscando más la adhe-
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(35) Entre estos derechos, se pueden distinguir aquellos que tienen un carácter previo al ejer-
cicio del derecho de participación —como el derecho a la información—, aquellos ya reconocidos
en otros textos normativos con la consiguiente remisión normativa —como el derecho de acceso a
registros y archivos, el derecho de petición o el derecho a la iniciativa legislativa popular—, y aque-
llos derechos que pueden ser considerados más innovadores desde el punto de vista de su recono-
cimiento normativo —la participación en la elaboración de Anteproyectos de Ley y programas sec-
toriales, o el derecho a recabar la colaboración de la Generalitat en la realización de actividades
ciudadanas—.

(36) Así, para la definición de políticas públicas, la Ley 11/2008 distingue entre aquellos ins-
trumentos previstos en la legislación sectorial o en normas reglamentarias, y aquellos otros específi-
cos regulados en la propia Ley 11/2008, entre los que se hallan la audiencia ciudadana, los foros
de consulta, los paneles ciudadanos y los jurados ciudadanos, remitiendo su régimen a un posterior
desarrollo reglamentario.



sión que la imposición (37). Es el caso de la Comunidad Valenciana con
la «Carta de Buenas Prácticas en la Administración Autonómica y Local
de la Comunitat Valenciana». Esta Carta resalta la necesidad de estable-
cer una nueva forma de gobierno basada en la cercanía y la relación
recíproca con los ciudadanos. Partiendo del derecho a la buena admi-
nistración que contempla el Estatuto de Autonomía de Valencia, garantiza
el derecho a la participación de los agentes de la sociedad civil y de los
ciudadanos en la vida política. En base a este espíritu, trata de potenciar
cauces de información y participación con el objetivo de estimular una
cultura participativa. En concreto, en la Carta se acuerda que la actua-
ción de la Administración Autonómica y Local debe estar regida, entre
otros, por el principio de participación (38).

A pesar de la existencia de esa divergencia en cuanto a la configu-
ración de la política normativa en la materia, es claro que la tendencia
se dirige hacia la juridificación y codificación de la participación ciuda-
dana, en la medida en que todas las Comunidades Autónomas se enca-
minan hacia la aprobación de un texto legal, algunas como primer paso
en la puesta en marcha de su política pública, otras como punto de lle-
gada tras el proceso de experimentación.

B) Mecanismos de democracia directa

Por su parte, algunas Comunidades Autónomas han iniciado un pro-
ceso de renovación del régimen jurídico de los mecanismos de democra-
cia directa o semidirecta, entendiendo éstos como instrumentos esenciales
para propiciar una auténtica profundización democrática en el funciona-
miento de las instituciones públicas autonómicas.
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(37) Este Derecho blando se caracteriza por carecer de un sentido único, por la multiplicidad
de instrumentos de regulación y por la diversidad de tratamientos. El soft law aparece recogido en
muy diversos instrumentos, como declaraciones, cartas, resoluciones que recogen principios, con-
ceptos y criterios no incorporados al Derecho positivo.

(38) Tal y como establece esta Carta de Buenas Prácticas en la Administración Autonómica y
Local de la Comunitat Valenciana, «el establecimiento de las buenas prácticas a través de esta carta
va encaminado a la consecución de una forma de gobierno conocida con el nombre de gober-
nanza: Forma de gobierno caracterizada y definida por la idea de compartir la responsabilidad
entre los actores públicos y diferentes entidades o asociaciones que se incorporan a la toma de
decisiones de formas muy variadas, con el fin de definir políticas y regular servicios de forma coor-
dinada y compartida».



Todas las Comunidades Autónomas, en desarrollo de las previsiones
estatutarias, han aprobado en su ámbito territorial una Ley reguladora de
la iniciativa legislativa popular, que permite la participación directa de los
ciudadanos en el proceso de producción normativa en las Asambleas auto-
nómicas. Esta normativa autonómica se asemeja, en términos generales, al
modelo de la iniciativa nacional (39), con una clara reproducción de las
condiciones subjetivas, formales, procedimentales y materiales. Este mime-
tismo ha sido objeto de crítica desde diversos ámbitos (40), en la medida
en que el legislador autonómico goza de un amplio margen de discrecio-
nalidad como para renunciar a buena parte del régimen jurídico y, por
tanto, facilitar e innovar el ejercicio de la iniciativa legislativa a los ciuda-
danos de su comunidad inspirándose en el principio de promoción de la
participación del artículo 9.2 CE’78 y de los correlativos preceptos estatu-
tarios (41). Destaca, sin embargo, el régimen aprobado recientemente en
Cataluña a través de la Ley 1/2006, de 16 de febrero, de la iniciativa
legislativa popular, que se aparta de esa tendencia mimetista del resto de
las Comunidades Autónomas. La propia elaboración de este texto legal se
hizo mediante un intenso proceso participativo, tal y como reconoce el Pre-
ámbulo de la norma, que señala se han tenido en cuenta «la experiencia
acumulada durante la vigencia de la Ley 2/1995, los procesos de debate
ciudadano sobre esta figura, promovidos por el Gobierno, y las consultas
a algunas entidades impulsoras, que han realizado aportaciones que deben
permitir una mejora legislativa sustancial». Tras esta reforma, el derecho
estatutario a promover y presentar una iniciativa legislativa ve cómo se
amplía el ámbito de personas legitimadas, liberando buena parte de las
limitaciones materiales y procedimentales traspuestas de la Ley Orgánica

SERGIO CASTEL GAYÁN

426

(39) El sistema de iniciativa ciudadana de ley autonómica ha sido calificado como «una espe-
cie de retrato, a escala reducida, y con ciertas variaciones y complicaciones, del previsto en el
artículo 87 CE». Manuel ARAGÓN REYES, La iniciativa legislativa, en «Revista Española de Derecho
Constitucional», núm. 16 (1986), p. 304.

(40) Por todos, ver María Jesús LARIOS PATERNA, Participación ciudadana en la elaboración de
la ley, Madrid, Congreso de los Diputados, 2003, p. 246, para la que «hubiera sido deseable, e
incluso más adecuado a las exigencias participativas de unos entes descentralizados y más próxi-
mos al ciudadano, que en este aspecto los Parlamentos autonómicos hubieses innovado haciendo
más fácil el acceso de los ciudadanos a la institución parlamentaria».

(41) Víctor CUESTA LÓPEZ, op. cit., p. 309. Para este autor, «el respeto al contenido esencial
de la legislación orgánica sobre iniciativa popular y a la homogeneidad institucional dentro de nues-
tro sistema de gobierno parlamentario no implica la anulación de la capacidad de autogobierno de
las autonomías españolas para regular el funcionamiento de las instituciones propias y, en particu-
lar, su sistema de iniciativa legislativa».



3/1984 por el legislador de 1995. De este modo, cabe esperar el inicio
de un proceso de modificación del régimen jurídico de la iniciativa popu-
lar en el ámbito autonómico, que facilite las condiciones de su ejercicio y
propicie, en última instancia, el uso de este mecanismo. Ese nuevo régimen
establecido en Cataluña —sin olvidar que la Ley Orgánica 3/1984 tam-
bién fue modificada por la Ley Orgánica 4/2006, de 26 de mayo, con el
mismo objeto, reducir trabas y facilitar el ejercicio—, junto a la nueva con-
sideración dual de la iniciativa popular en los Estatutos de última genera-
ción —como procedimiento legislativo y como derecho subjetivo—, pueden
servir de motor para la puesta en marcha de ese proceso renovador.

Además de la participación ciudadana en la actividad legislativa auto-
nómica, la lista de mecanismos de participación directa se completa con
la consulta al cuerpo electoral autonómico. Este mecanismo no ha sido
objeto de tratamiento normativo, ninguna Comunidad Autónoma ha regu-
lado esta figura, aunque también aquí los textos estatutarios de última
generación pueden servir de punto de inflexión. Como se ha visto ante-
riormente, la última oleada de reformas estatutarias ha atribuido a las
Comunidades Autónomas competencia exclusiva en materia de consultas
populares, que, en todo caso, comprende el establecimiento del régimen
jurídico, las modalidades, el procedimiento, la realización y la convoca-
toria por la Comunidad Autónoma o por los entes locales en el ámbito de
sus competencias de encuestas, audiencias públicas, foros de participa-
ción y cualquier otro instrumento de consulta popular, con excepción de
la regulación del referéndum y de lo previsto en el artículo 149.1.32 de
la Constitución (42). Esta habilitación competencial expresa, junto con el
reconocimiento del derecho de los ciudadanos a promover la celebración
de consultas populares (43), debería servir de palanca que incentive la
aprobación de una legislación sobre consultas populares autonómicas que
determine requisitos, formas y procedimientos.

Otro mecanismo clásico de participación ciudadana en los asuntos
públicos, el derecho de petición, apenas ha sido objeto de atención por
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(42) Según este artículo 149.1.32 CE’78, la autorización para la convocatoria de consultas
populares por vía de referéndum es una competencia exclusiva del Estado.

(43) Como se ha visto anteriormente, dentro de la lista estatutaria de derechos subjetivos de
participación, Cataluña, Islas Baleares y Andalucía reconoce el derecho de los ciudadanos a pro-
mover la celebración de consultas populares sobre cuestiones de interés general relacionadas con
las competencias de su Comunidad [art. 29.6 EACat, art. 15.2.c) EAIB, art. 30.1.c) EAAnd.].



las instancias autonómicas (44), a pesar de la habilitación que ostentan
éstas para regular su ejercicio en el ámbito de la Administración autonó-
mica. En desarrollo de lo previsto en el artículo 29 CE’78, hoy es la Ley
Orgánica 4/2001, de 12 de noviembre, la norma que establece el régi-
men del derecho de petición, cuya Disposición Final Única establece que
las Comunidades Autónomas, en el ámbito de sus respectivas competen-
cias, dictarán las disposiciones de desarrollo y aplicación de esta Ley
Orgánica que resulten necesarias. Únicamente Cataluña ha hecho ejerci-
cio de esta habilitación a través del Decreto 21/2003, de 21 de enero,
por el que se establece el procedimiento para hacer efectivo el derecho
de petición ante las administraciones públicas catalanas, régimen que ape-
nas se separa del establecido por la normativa estatal (45). En este sen-
tido, la Ley Orgánica 4/2001 define de manera detallada su ejercicio,
configurándose como suficiente para hacer uso de este derecho en el
ámbito de la Administración autonómica, no existiendo, por tanto, un vacío
normativo que impida el libre ejercicio del derecho. Esto ha provocado
una escasa atención por parte de las autoridades autonómicas.

C) Régimen jurídico de la organización administrativa

La integración de la participación ciudadana en la estructura auto-
nómica empieza a tener reflejo en las normas reguladoras de la organi-
zación y funcionamiento de la Administración. El legislador autonómico,
acorde con el discurso que triunfa en los ámbitos administrativos moder-
nos, incluye la participación ciudadana como uno de sus pilares infor-
madores, en conexión con el modelo de una Administración deliberativa
basada en la cercanía, transparencia y calidad. En este sentido, la última
oleada de normas reguladoras ha supuesto una profundización democrá-
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(44) La Exposición de Motivos de la Ley Orgánica 4/2001, de 12 de noviembre, reconoce
«el carácter residual» del derecho de petición respecto a otros instrumentos de relación entre los ciu-
dadanos y los poderes públicos, aunque «no debe pensarse que el de petición es un derecho menor»,
ya que «en el momento actual entronca de manera adecuada con las tendencias mayoritarias que
proclaman una mayor participación de los ciudadanos, y de los grupos en que se integran, en la
cosa pública, una mayor implicación en las estructuras institucionales sobre las que se asienta nues-
tro Estado social y democrático de Derecho».

(45) En este sentido, el Dictamen de la Comisión Jurídica Asesora de la Generalitat de Cata-
luña sobre el proyecto del Decreto regulador del derecho de petición, reconoce expresamente el
carácter lo suficiente detallado de la legislación estatal, que cubre un aspecto muy amplio de su
régimen jurídico dejando un escaso margen para la regulación autonómica.



tica en las estructuras administrativas, siendo claro ejemplo la normativa
navarra y gallega.

La primera a través de la Ley Foral 21/2005, de 29 de diciembre,
Ley Foral de evaluación de las políticas públicas y de la calidad de los
servicios públicos, cuyo artículo 4 establece los criterios y principios que
han de informar la evaluación de las políticas públicas y la calidad de
los servicios públicos, reconociendo, entre ellos, el principio de legitimi-
dad democrática, el principio de transparencia, y el principio de partici-
pación ciudadana.

Por su parte, la Ley 4/2006, de 30 de junio, de transparencia y de
buenas prácticas en la Administración pública gallega (46), proclama que
las entidades comprendidas en su ámbito de aplicación y el personal a
su servicio, deben adecuar sus actividades a una serie de principios, entre
los que se encuentra el fomentar y favorecer la participación de la ciu-
dadanía en los asuntos públicos y en el diseño y mejora de los servicios
públicos (artículo 2). En concreto, se basa en la necesidad de proporcio-
nar y difundir información constante, veraz, objetiva y clara sobre la actua-
ción del sector público autonómico; mantener un diálogo abierto, trans-
parente y regular con asociaciones representativas y con la sociedad civil;
y propiciar la participación abierta de los ciudadanos en la elaboración
de disposiciones de carácter general. Concreción de este espíritu, mere-
cen ser destacadas dos previsiones contenidas en esta Ley. Por un lado,
la participación ciudadana en la programación administrativa, al señalar
que «la Administración general de la Comunidad Autónoma establecerá
programas anuales y plurianuales en que se definirán los objetivos con-
cretos y las actividades y medios necesarios para ejecutarlos, así como
el tiempo estimado para su consecución», añadiendo que «se promove-
rán fórmulas para que las personas, individualmente o por medio de las
organizaciones y asociaciones reconocidas por la ley que las agrupen o
representen, puedan participar en el diseño y elaboración de estos pro-
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(46) El Preámbulo de esta Ley parte de un fundamento claro que habilita su aprobación: «La
participación de la ciudadanía en los asuntos públicos se conforma hoy como un elemento funda-
mental en el contexto de un nuevo modelo de gobierno caracterizado por la transparencia, la infor-
mación y la asunción de responsabilidades, y constituye, además, una expresa encomienda que el
artículo 9.2 de la Constitución realiza a los poderes públicos en general y que el artículo 4.2 de
nuestro Estatuto de autonomía deposita sobre los poderes públicos de Galicia, a los cuales encarga
el cometido de facilitar la participación de todos los gallegos y gallegas en la vida política, eco-
nómica, cultural y social».



gramas en los términos en que se determine reglamentariamente». Tiene
en cuenta, para el cumplimiento de estos mandatos, las posibilidades que
proporcionan las nuevas tecnologías como instrumento para propiciar la
participación, al establecer que «la página web correspondiente conten-
drá la información sobre los programas y sus objetivos, y las formas de
participación contempladas en el apartado 2 de este artículo». Por otro
lado, lleva a cabo una regulación innovadora en cuanto a la participa-
ción en la elaboración de disposiciones de carácter general, obligando a
cada Consejería a publicar en su página web la relación circunstanciada
y motivada de los procedimientos de elaboración de disposiciones admi-
nistrativas de carácter general que estén en curso, indicando su objeto y
estado de tramitación, así como la posibilidad que tienen las personas de
remitir sugerencias y la forma de hacerlo. En cualquier momento anterior
al trámite de audiencia o, en su caso, al informe final de la secretaría
general, las personas, individualmente o por medio de asociaciones que
las agrupen o representen, podrán remitir sugerencias relativas a aquellos
proyectos que les afecten. Las proposiciones, sugerencias o recomenda-
ciones recibidas serán tenidas en cuenta por el órgano encargado de la
redacción del texto del proyecto, que podrá asumirlas o rechazarlas a 
través de un informe final en el cual recibirán una respuesta razonada,
salvo las de reconocida y notoria urgencia, que podrá ser común para
todas aquellas sugerencias que planteen cuestiones sustancialmente igua-
les. Junto a este mandato, la Ley se encarga de cerrar posibles debates
en cuanto a la naturaleza de este mecanismo, al señalar que ni la pre-
sentación de propuestas atribuye, por sí misma, la condición de persona
interesada en el procedimiento, ni este instrumento de intervención susti-
tuye el trámite de audiencia pública en los supuestos en que sea precep-
tivo de acuerdo con la normativa de aplicación.

D) La participación sectorial

Un último ámbito de actuación normativa en materia de participación
ciudadana tiene que ver con el régimen jurídico de la participación sec-
torial. Sin perjuicio de la ordenación jurídica de los mecanismos genera-
les de participación, desde las instancias autonómicas se considera fun-
damental reorganizar la intervención de la ciudadanía en la normativa
sectorial, es decir, profundizar el derecho de participación en aquellos
sectores de intervención administrativa que por sus características, exijan
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una especial interacción entre ciudadanía y Administración. Ahora bien,
la línea de democratización sectorial y la influencia de las nuevas corrien-
tes participativas no ha sido la misma en todos los sectores, existiendo
ámbitos sensibles como los relativos a servicios públicos esenciales —edu-
cación, sanidad, servicios sociales—, aquellos que hacen referencia a los
conocidos como derechos de tercera generación —medio ambiente—, o
sectores en los que se generan conflictos sociales especiales —agua, urba-
nismo—, en los que su régimen jurídico hace especial hincapié en el ele-
mento participativo.

Se pueden distinguir tres grandes grupos sectoriales desde el punto
de vista de la configuración jurídica de los mecanismos de participación.
Un primer grupo está compuesto por aquellos sectores en los que su nor-
mativa no recoge ninguna mención a la participación de la ciudadanía,
o lo recoge únicamente a nivel de principio declaratorio sin ninguna pre-
visión normativa concreta. En un segundo grupo se sitúa la normativa sec-
torial que contempla mecanismos clásicos de participación, esto es, for-
mas de naturaleza procedimental —a través del trámite de audiencia en
el procedimiento de elaboración de normas administrativas, o del trámite
de información pública para la adopción de decisiones que afectan a gru-
pos indeterminados de personas—, y formas orgánicas —mediante la 
creación de órganos consultivos de los que forman parte representantes
de las organizaciones sociales—. Y un tercer grupo compuesto por aque-
lla normativa sectorial de última generación que prevé instrumentos inno-
vadores para propiciar la participación de la ciudadanía en la toma de
decisiones públicas.

Conviene detenerse aquí, desde la perspectiva de la participación
como instrumento de profundización democrática, en este último grupo.
Dentro de esta normativa, existen sectores en los que su régimen jurídico
contempla mecanismos de participación intensa porque así se impone
desde instancias territoriales superiores —medio ambiente (47) y materia
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(47) Sin lugar a dudas, el sector medioambiental es uno de los más sensibles a la participa-
ción ciudadana. La Ley 9/2006, de 28 de abril, sobre evaluación de los efectos de determinados
planes y programas en el medio ambiente (que transpone la Directiva 2001/42/CE), anticipó el
pilar de participación pública. Poco después, la Ley 27/2006, de 18 de julio, ha regulado los dere-
chos de acceso a la información, de participación pública y de acceso a la justicia en materia de
medio ambiente, ley que viene a aplicar el Convenio de Aarhus y las directivas comunitarias en la
materia, al tiempo que se presenta como desarrollo del artículo 45 de la CE’78. También la legis-
lación autonómica viene asumiendo el principio de participación. Es el caso, a modo de ejemplo,



hidráulica (48)—, o por decisión discrecional del legislador —servicios
sociales—. En especial, merece una atención detallada éste último y, en
concreto, las previsiones contenidas en la reciente Ley 12/2007, de 11
de octubre, de Servicios Sociales Cataluña, que puede configurarse como
referencia en el derecho español en cuanto al reconocimiento de meca-
nismos para propiciar la implicación de la ciudadanía en la toma de deci-
siones públicas.
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de la Ley 7/2006, de 22 de junio, de protección ambiental de Aragón, en cuyo artículo 2 se esta-
blece como finalidad el «fomentar la participación social en los procedimientos administrativos regu-
lados en la presente Ley y garantizar la efectividad de los trámites de información pública previs-
tos», reiterado posteriormente en el artículo 9 («información ambiental y participación pública») a
modo de mandato.

(48) En materia hidráulica, siguiendo las directrices impuestas por la Directiva Marco del
Agua, el Real Decreto Legislativo 1/2001, de 20 de julio, contempla en su artículo 14 los princi-
pios rectores de la gestión en materia de aguas, entre los que se encuentra expresamente la par-
ticipación de los usuarios, reconociendo asimismo el derecho a acceder a la información en mate-
ria de aguas (artículo 15). Cabe resaltar aquí por su importancia e innovación desde una perspectiva
jurídica, el carácter participativo en la política de planificación hidráulica. El artículo 41 del Real
Decreto Legislativo 1/2001 («elaboración de los planes hidrológicos de cuenca»), «garantiza la
participación pública en todo el proceso planificador, tanto en las fases de consultas previas como
en las de desarrollo y aprobación o revisión del plan. A tales efectos se cumplirán los plazos pre-
vistos en la disposición adicional duodécima». En este sentido, la Disposición Adicional Duodé-
cima establece: «El organismo de cuenca o administración hidráulica competente de la Comuni-
dad Autónoma publicarán y pondrán a disposición del público, en los plazos que en esta disposición
se establecen, los siguientes documentos: a) Tres años antes de iniciarse el procedimiento para la
aprobación o revisión del correspondiente plan hidrológico, un calendario y un programa de tra-
bajo sobre la elaboración del plan, con indicación de las fórmulas de consulta que se adoptarán
en cada caso; b) Dos años antes del inicio del procedimiento a que se refiere el párrafo anterior,
un esquema provisional de los temas importantes que se plantean en la cuenca hidrográfica en
materia de gestión de las aguas; c) Un año antes de iniciar el procedimiento, los ejemplares del
proyecto de plan hidrológico de cuenca. 2. El organismo de cuenca o administración hidráulica
competente de la Comunidad Autónoma concederán un plazo mínimo de seis meses para la pre-
sentación de observaciones por escrito sobre los documentos relacionados en el apartado 1 de
esta disposición. 3. Previa solicitud y en los términos que se establezca reglamentariamente, se
permitirá el acceso a los documentos y a la información de referencia utilizados para elaborar el
plan hidrológico de cuenca». La legislación autonómica asume estas previsiones normativas, intro-
duciendo en su regulación sectorial la exigencia de participación ciudadana en la toma de deci-
siones públicas en la materia. En Aragón, la Ley 6/2001, de 17 de mayo, de Ordenación y Par-
ticipación en la Gestión del Agua en Aragón, tiene por objeto, entre otros, la creación de instrumentos
de participación social en la formación de la política que sobre el agua desarrollen las distintas
instituciones de la Comunidad Autónoma de Aragón (artículo 1), añadiendo, como principio gene-
ral de la actuación de la Comunidad Autónoma y de las entidades locales, la transparencia y faci-
lidad en el acceso de los ciudadanos a la información en materia de aguas, en los términos pre-
vistos en la normativa que regula el derecho a la información en materia de medio ambiente, y
fomento de la participación social directa de todas las partes en la determinación de las políticas
correspondientes (artículo 2).



La Ley 12/2007, de 11 de octubre, de Servicios Sociales Cataluña,
contempla en su articulado todo un catálogo de principios e instrumentos
de participación ciudadana. La finalidad de la participación es, según
esta norma legal, integrar la deliberación en los procesos de toma de deci-
siones para adecuar el sistema de servicios sociales a las necesidades de
las personas y a su diversidad. Los objetivos de la participación son la
implicación de toda la sociedad en los asuntos sociales, la prevención de
la fragmentación social, la innovación en la prestación de los servicios y
el reforzamiento de las redes sociales de apoyo (artículo 47). La Ley
12/2007 establece diversos mecanismos de participación, con un carác-
ter abierto y flexible, que permite la adaptación de dichos mecanismos a
las especificidades del sector y las necesidades de cada momento. Por un
lado, para la elaboración del Plan estratégico de servicios sociales —ela-
borado por el departamento competente en esta materia, y aprobado por
el Gobierno—, debe establecerse por reglamento un proceso participativo
con la intervención del Consejo de Coordinación de Bienestar Social, del
Consejo General de Servicios Sociales y del Comité de Evaluación de
Necesidades de Servicios Sociales. Por otro, como canales de participa-
ción, el artículo 48 señala que la participación cívica en el sistema de ser-
vicios sociales se articula mediante los órganos de participación estable-
cidos por la presente Ley, procedimientos participativos o cualquier otra
acción que sea pertinente. Además, la Ley 12/2007 regula de forma
expresa, como una de sus principales novedades dentro del ordenamiento
jurídico español, el proceso de participación. Según el artículo 56, «las
administraciones competentes en materia de servicios sociales deben esta-
blecer procesos de participación en la planificación, gestión y evaluación
de los servicios sociales», entendiendo por proceso de participación «el
que, de una forma integral, incluye las tres fases siguientes: a) Fase de
información, en la que se informa a los ciudadanos del proyecto en el
que se pretende pedir la participación; b) Fase de debate ciudadano,
mediante el cual, utilizando las metodologías adecuadas, se promueve el
debate entre los ciudadanos y se recogen propuestas; c) Fase de retorno,
mediante el cual se traslada a los participantes el resultado del proceso
de participación».

También merece una especial atención el tratamiento prestado por
el legislador autonómico al reconocimiento de esferas participativas en
el ámbito de la ordenación territorial, dado el carácter transversal y la
concurrencia de muy diferentes intereses en esta materia. Sin perjuicio de
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encontrar diversas referencias en las legislaciones autonómicas en vigor,
conviene hacer referencia aquí, por su intensidad, a la Ley 4/2004, de
30 de junio, de Ordenación del Territorio y Protección del Paisaje, de la
Comunidad Valenciana, que recoge en su artículo 2 la participación activa
de los ciudadanos como objetivo de la política territorial de la Genera-
litat. Como plasmación de este principio informador, el artículo 10 («par-
ticipación ciudadana») establece que, además de someter los planes de
ordenación territorial y urbanísticos al trámite de información pública y
participación previsto en esta Ley y en la legislación urbanística, el Con-
sell de la Generalitat se encargará de fomentar mecanismos de partici-
pación de los ciudadanos que contribuyan a la formación de las políti-
cas y estrategias territoriales y en materia de vivienda, cláusula que
habilita al Gobierno a definir procesos participativos y mecanismos de
participación directa. No obstante, esta norma no queda ahí, haciendo
suyo de forma expresa el concepto de gobernanza en su Título V («Gober-
nanza del territorio y paisaje»), señalando en el artículo 89 que la toma
de decisiones para una ordenación equilibrada y sostenible del territorio
se fundamentará en procesos basados en principios como la participa-
ción de los ciudadanos en las fases de decisión sobre políticas, planes y
programas territoriales y la accesibilidad a la información por todos los
ciudadanos. Para ello, ordena al Gobierno autonómico a fomentar la uti-
lización de los cauces de participación existentes y de aquellos otros que
sean necesarios para facilitar, fomentar y garantizar la participación ins-
titucional y de los ciudadanos en la toma de decisiones en materia de
ordenación del territorio, ordenándole la aprobación mediante decreto
de la composición y funciones de las juntas de participación de territorio
y paisaje (49).
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(49) Según el artículo 99 de la Ley 4/2004, estas juntas de participación constituyen el cauce
directo de intervención ciudadana en la política territorial y del paisaje, debiendo dar cabida en su
composición tanto a las instituciones públicas a que se refieren los artículos anteriores como a las
asociaciones cuyos fines tengan vinculación directa con el territorio o el paisaje. En concreto, las
funciones que se les atribuyan se referirán como mínimo a: a) Informe previo de los planes de acción
territorial integrados que afecten total o parcialmente al ámbito de la junta; b) Participación en la
definición de los objetivos de calidad paisajística de los planes de paisaje; c) Informe previo de los
programas y proyectos para la sostenibilidad y la calidad de vida que afecten total o parcialmente
al ámbito de la junta.



E) Planificación en materia de participación ciudadana

Las Comunidades Autónomas que han iniciado una política pública
dirigida a propiciar la participación de la ciudadanía, conscientes de la
transversalidad de la materia, han puesto en marcha técnicas de planifi-
cación con el objeto de ordenar las actividades públicas a desarrollar,
fijar los objetivos y encauzar las intervenciones para su cumplimiento.

En esta línea, Cataluña aprobó recientemente el Plan Interdeparta-
mental de Participación Ciudadana de Cataluña (2008-2010), con la fina-
lidad de incrementar la cantidad y calidad de la participación, progra-
mando y coordinando las actuaciones necesarias para incorporar a la
ciudadanía en la elaboración de leyes, planes y programas, así como
hacer más transversal e integral la cultura de la participación dentro de
la Generalitat (50). Por su parte, para poder desarrollar el I Plan de Par-
ticipación Ciudadana de las Illes Balears, se elaboró en esta Comunidad
un documento marco que sirviera de base para la futura concreción del
Plan (51), en el que se analiza la situación actual de la participación ciu-
dadana, se fijan los objetivos y principios rectores de la política de par-
ticipación, así como la definición de una serie de acciones para el primer
plan en la materia. La Comunidad Valenciana, a través del Plan Director
de Ciudadanía 2008-2011, diseña las líneas estratégicas y compromete
las acciones a seguir por la Dirección General de Ciudadanía e Integra-
ción en los próximos cuatro años. Tras la consideración de la transversa-
lidad del Plan —en cuanto implica actuaciones de diferentes Consejerías
de la Generalitat sobre participación ciudadana—, lleva a cabo un diag-
nóstico de la situación de partida, define una situación de futuro y diseña
los ejes de actuación en cada una de las líneas de actuación de la Direc-
ción General para lograr los objetivos estratégicos definidos. En concreto,
las políticas a desarrollar en este Plan se agrupan en tres Líneas de Actua-
ción: Ciudadanía y Redes Sociales, Participación, y Solidaridad y Volun-
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(50) En concreto, el Plan contempla como objetivos concretos: a) Establecer criterios comu-
nes entre todos los departamentos de la Generalitat, tanto con respecto a la introducción de la par-
ticipación ciudadana como instrumento de gobernación y de relación de la Administración con la
ciudadanía y la sociedad civil organizada, como los mecanismos y procedimientos que se han de
emplear; b) Programar las acciones de participación ciudadana y prever los recursos necesarios;
c) Coordinar las acciones de participación para racionalizar y armonizar la participación en la
Generalitat.

(51) El documento marco fue aprobado por el Consejo de Gobierno de día 25 de enero de
2008.



tariado. Otras Comunidades Autónomas se han apartado de esa finalidad
ordenadora y global de la planificación, haciendo uso de la misma para
objetos específicos, como el caso de Canarias, cuyo Plan de Participación
Ciudadana es diseñado para definir —a modo de hoja de ruta— el pro-
ceso de participación que lleve a la elaboración y aprobación de la futura
Ley Canaria de Participación Ciudadana.

3. La actuación relacional

Junto a la política organizativa y normativa, un tercer tipo de actua-
ción autonómica tiene que ver con la estrategia relacional, que hace refe-
rencia al conjunto de instrumentos e iniciativas que permiten intensificar
la interrelación entre Gobierno y ciudadanía, ya sea facilitando los recur-
sos necesarios para ello, o bien creando oportunidades de inclusión en
los procesos de toma de decisiones (NAVARRO YÁÑEZ). Por tanto, su rasgo
más sobresaliente sería el ejercicio de facilitación.

En este sentido, hay que hacer una primera reflexión en cuanto a las
peculiaridades de la materia. Si bien el esquema más aceptado a la hora
de determinar las formas generales de intervención administrativa es la
clasificación tripartita de policía, fomento y servicio público —sin perjui-
cio de otras complementarias añadidas por la doctrina moderna—, la
actuación de los poderes públicos en materia de participación ciudadana
se aparta de este modelo clásico, tanto por la propia naturaleza de la
materia como por la finalidad perseguida. La intervención de la Adminis-
tración no vendría tanto por la vía de la ordenación o control, sino más
bien de la mano de la promoción de aquellas formas más efectivas para
lograr la finalidad social perseguida, razón por la cual los medios admi-
nistrativos más utilizados en estos casos son el fomento, la promoción y
la formación.

Asistimos así a una tendencia intervencionista en materia de partici-
pación ciudadana, un nuevo intervencionismo administrativo en el nivel
autonómico que encuentra un intenso amparo jurídico —tanto por las pre-
visiones constitucionales, como por las nuevas referencias estatutarias—,
y social —por las demandas de mayores cotas de intervención prove-
nientes de la propia sociedad—. Ahora bien, como se verá, esta inter-
vención sigue diferentes grados de intensidad para cada una de las moda-
lidades de actuación.
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A) Actividad de fomento

Un primer tipo de intervención en materia de participación ciudadana
es la clásica actividad de fomento, desarrollando medidas por las que los
poderes públicos autonómicos buscan estimular, incentivar y sostener deter-
minadas actividades públicas o iniciativas privadas que concurren en un
incremento de la participación de la ciudadanía.

Es esta forma de intervención la que se puede considerar como eje
nuclear de la política pública de participación, en la medida en que los
poderes públicos no buscan tanto limitar o imponerse a los ciudadanos 
—idea contraria a la propia esencia de la participación—, sino que se
dirige al estímulo, trata de propiciar la implicación de la ciudadanía en
los procesos de toma de decisiones públicas como complemento a los
mecanismos tradicionales de democracia representativa. En este sentido,
el propio artículo 9.2 CE’78, así como el artículo 15.3 del Estatuto de
Autonomía de Aragón, resaltan la esencialidad de esta intervención admi-
nistrativa, al proclamar que los poderes públicos deben facilitar la parti-
cipación de todos los ciudadanos en la vida política. En concreto, los
mecanismos de fomento que ponen en marcha los poderes públicos auto-
nómicos adoptan muy diversas formas, reconducidas a medidas econó-
micas —fundamentalmente subvenciones— y medidas honoríficas.

Entre las Comunidades Autónomas que desarrollan esta actuación de
fomento, la primera medida común es el establecimiento de un régimen
de ayudas y subvenciones, tanto a entidades locales como a asociacio-
nes, para estimular la participación ciudadana.

Respecto a las entidades locales, desde la Comunidad Autónoma se
quieren desarrollar medios y canales de participación que faciliten la inter-
vención de las personas en la articulación de las políticas públicas loca-
les, vertebrando el territorio desde una perspectiva de profundización
democrática. La Ley 57/2003, de 16 de diciembre, de medidas de moder-
nización del gobierno local, pone un acento especial en la necesidad de
impulsar las vías de participación de los ciudadanos en los gobiernos loca-
les, independientemente del tamaño municipal de los mismos. Por ello, y
respetando el principio de autonomía local garantizado en el artículo 137
de la Constitución Española, es voluntad del Gobierno autonómico fomen-
tar los valores y las prácticas de participación ciudadana que enriquez-
can la calidad democrática de las entidades locales.
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Sobre este fundamento, las Comunidades Autónomas recogen, como
acción de fomento, las ayudas públicas destinadas a sufragar los gastos
de sostenimiento de los proyectos de participación ciudadana puestos en
marcha por las entidades locales, al considerar a éstas como cauce inme-
diato y catalizador fundamental de la participación. En esta línea, Valen-
cia y Cataluña convocan este tipo de subvenciones, considerando como
acciones subvencionables el desarrollo de procesos participativos, la puesta
en marcha y consolidación de espacios y órganos de participación, así
como estructuras de apoyo. El primer tipo de acción hace referencia a
aquellos proyectos que, usando metodologías diversas, generen debates
sociales y recojan aportaciones ciudadanas destinadas a mejorar tanto el
contenido como la aplicación de las diversas políticas locales (Agendas
21, planes sectoriales, etc.). Mientras, los espacios de participación se
definen como aquellos recursos organizativos y/o procedimentales que,
de manera estable y continuada, articulan la participación regular de la
ciudadanía en la formulación y la ejecución de las diversas políticas loca-
les (Reglamentos de Participación Ciudadana, consultas populares, infraes-
tructuras tecnológicas al servicio de la participación, etc.). Las estructuras
de apoyo, por su parte, permiten disponer de los recursos humanos-téc-
nicos para poner en marcha mecanismos participativos, bien para la ges-
tión de un proyecto concreto (como el Buzón Ciudadano en la Comuni-
dad Valenciana), bien para garantizar la eficacia y eficiencia de
instrumentos de participación en general. Junto a estas actuaciones sub-
vencionables comunes, Cataluña contempla una cuarta categoría, los pla-
nes de participación, como aquellas actuaciones que de manera conjunta,
sistemática y coordinada, pretenden ordenar las acciones promovidas por
los entes locales para hacer más eficaz y efectiva la participación ciuda-
dana en su territorio.

Otra acción de fomento dirigida a las entidades locales se centra en
la formación, como referente para la creación de una nueva cultura polí-
tica y administrativa. La participación ciudadana no ha de limitarse a que
las autoridades locales informen a la población de sus actividades y deci-
siones o inviten a los ciudadanos a presenciar sus debates, sino que implica
escuchar a la población en la formulación de sus propios problemas y en
la búsqueda de oportunidades y mejoras. Además, es indispensable pro-
porcionarles los medios para encauzar una acción política, social o eco-
nómica y participar en las decisiones públicas con propósitos de cambio.
En este marco, el objeto de estas subvenciones, puestas en marcha tanto
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en Aragón como en Cataluña, es mejorar la capacidad de intervención y
propuesta de los responsables locales para facilitar la participación ciu-
dadana en el diseño y aplicación de las políticas públicas. Comprender
los conceptos de la participación ciudadana, interiorizar los instrumentos
participativos que reconoce el actual ordenamiento jurídico y el análisis
de su mejora, así como visualizar herramientas técnicas y experiencias
desarrolladas, devienen como elementos fundamentales para la definición
e implementación de políticas locales que promuevan la participación de
la ciudadanía en la construcción de lo público.

Destaca también, junto a las ayudas públicas dirigidas a las entidades
locales, las subvenciones convocadas por varias Comunidades Autónomas
para sostener los proyectos desarrollados desde las asociaciones y entida-
des sociales. En este sentido, el objeto común de estas Comunidades es
potenciar el asociacionismo como forma de interacción entre el Gobierno
y la ciudadanía, y apoyar aquellas actuaciones que potencien el carácter
democrático de la organización y funcionamiento de estas asociaciones, a
cuyo fin se trata de incentivar la elaboración de planes de participación
que mejoren la estructuración de las Asociaciones (Cataluña), así como de
las Confederaciones, Federaciones y Asociaciones Vecinales (Valencia). A
esta línea común, la Comunidad Valenciana añade, como subvención inde-
pendiente, el apoyo a aquellas entidades ciudadanas para que diseñen y
pongan en práctica fórmulas de participación ciudadana dirigidas a seg-
mentos de población con más dificultades para participar, bien por razo-
nes de edad (juventud y tercera edad), por tener algún tipo de discapaci-
dad, por ser ciudadanos procedentes de otros países o por otros motivos.

Finalmente, Cataluña ha puesto en marcha un programa de subven-
ciones dirigidas a las entidades sin ánimo de lucro vinculadas a la eco-
logía y a la protección del medio ambiente, apoyando y resaltando la
labor desarrollada por estas entidades desde un punto de vista de la par-
ticipación en la toma de decisiones públicas, en concreto, en aquellas con
incidencia en los aspectos medioambientales. Se trata de apoyar la ela-
boración de informes que contribuyen a valorar el impacto ambiental de
los planes, programas y proyectos del Gobierno de Cataluña que legal-
mente deben ser consultados al público de acuerdo con la Directiva
2003/35/CE y la Ley 27/2006, de 18 de julio, por la que se regulan
los derechos de acceso a la información, de participación pública y de
acceso a la justicia en materia de medio ambiente.
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La segunda medida común dentro de los mecanismos de fomento es
el establecimiento de medidas honoríficas, cuyo objeto es incentivar tanto
las actuaciones públicas desarrolladas por las entidades locales como aque-
llas actividades relevantes de las asociaciones, tendentes a propiciar la
participación de la ciudadanía en el proceso de decisión pública, mediante
la creación de incentivos y premios. En esta línea, la Comunidad Valen-
ciana convoca el Premio de Participación Ciudadana con el objetivo de
reconocer a aquellas personas físicas o jurídicas que justificadamente
hayan destacado en el fomento de la participación ciudadana mediante
acciones, declaraciones, proyectos e iniciativas (52). En Cataluña, el Pre-
mio Innovación Democrática tiene por objeto premiar las experiencias de
entidades locales que señalen nuevas formas de gobierno y de participa-
ción ciudadana y que promuevan una mejor calidad de la democracia.

B) Promoción

Por promoción en materia de participación ciudadana entendemos la
acción de los poderes públicos autonómicos, sobre todo de carácter mate-
rial, encaminada a estimular, impulsar o potenciar la intervención de la
ciudadanía en la toma de decisiones públicas. De este modo, el concepto
de promoción de la participación ciudadana es la esencia de la política
pública en la materia.

El objetivo último de la actuación autonómica es implicar a la ciu-
dadanía en los procesos de toma de decisiones, a cuyo fin trata de pro-
piciar, a través de diversos mecanismos, la intervención ciudadana en los
asuntos públicos. Por ser la esencia de esta política, toda actuación desa-
rrollada por los Gobiernos autonómicos —política normativa, planifica-
ción, organización administrativa, fomento, etc.—, se debe concebir como
promoción de la participación. No obstante, cuando hablamos aquí de la
actividad de promoción lo hacemos en un sentido estricto, haciendo refe-
rencia a aquellos mecanismos concretos e individualizados cuyo sentido
directo es promover la participación directa. Dentro de este concepto res-
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(52) En concreto, se recogen tres modalidades: Premio para Entidades Ciudadanas (recono-
cimiento de un proyecto o acción en concreto en materia de participación ciudadana que haya desa-
rrollado en los tres últimos años una entidad), Premio para Ciudadanos (reconocimiento a la labor
desarrollada por una persona física en materia de participación ciudadana), Premio de Honor (reco-
nocimiento de una trayectoria continuada por parte de una entidad ciudadana o una persona física
en materia de participación ciudadana).



tringido, se puede hablar de tres grandes instrumentos o ejes de promo-
ción, como son el diseño y puesta en práctica de procesos de participa-
ción, la configuración de órganos colegiados para garantizar una parti-
cipación eficaz, y la utilización de las Nuevas Tecnologías como
mecanismos de interrelación entre ciudadanía y poder público.

Un primer instrumento para promover la participación ciudadana en
las políticas públicas autonómicas son los procesos de participación.
Siguiendo las líneas más innovadoras de los sistemas democráticos actua-
les, los Gobiernos autonómicos, a través de la Dirección General compe-
tente en materia de participación ciudadana, promueven, asesoran y acom-
pañan procesos de participación que permiten la implicación de la
ciudadanía en la definición de las políticas autonómicas. Estos procesos
se configuran como la secuencia de actos que construye una diálogo argu-
mentado entre la ciudadanía y las instituciones, que no vincula la deci-
sión final que han de adoptar los poderes públicos —no olvidemos que
la participación supone intervenir, no decidir—, y que permite una mayor
legitimidad en la decisión final en la medida en que la Administración ha
tenido en cuenta la opinión ciudadana, además de permitirle adaptarse
de forma más eficaz a las demandas de la sociedad.

Dentro de su política de participación ciudadana, tanto Aragón como
Cataluña han puesto especial énfasis en este instrumento, habiendo reali-
zado diversos procesos de participación en políticas públicas de diferente
carácter. En Aragón, desde la creación de la Dirección General de Parti-
cipación Ciudadana en 2007, se han realizado procesos de participa-
ción, entre otros, para la elaboración de la Ley de Servicios Sociales, del
Plan Integral para la Convivencia Intercultural 2008-2011, y del Plan Direc-
tor de Cooperación al Desarrollo 2008-2011. Por su parte, Cataluña ha
puesto en marcha cerca de treinta procesos de participación desde la crea-
ción en 2004 de su Dirección General de Participación Ciudadana, pro-
cesos para implicar a la ciudadanía en temas o materias tan importantes
como la elaboración del nuevo Estatuto de Autonomía, el Libro Verde de
la Administración de Justicia, la Convención Catalana del Cambio Cli-
mático, el Plan de Energía, etc., así como para la elaboración de diver-
sas leyes —Ley de Servicios Sociales, Ley de Educación Permanente, Ley
de Políticas de Juventud, etc.— (53).
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(53) Entre los proyectos puestos en marcha, conviene destacar aquí el trabajo desarrollado
desde la Junta de Extremadura para propiciar la participación ciudadana en el ámbito rural, en



Un segundo objeto dentro de la actuación autonómica de promoción
es la modernización, racionalización y normativización de los espacios
estables para la participación y el seguimiento de las diferentes políticas
sectoriales (consejos, mesas, comisiones). Se trata de reconfigurar estos
mecanismos orgánicos de participación y dotarles de un auténtico conte-
nido participativo, con el fin último de que estos instrumentos se convier-
tan en pieza esencial para una participación real y eficaz.

Finalmente, dentro de la última oleada de intervenciones autonómi-
cas que tratan de propiciar la participación, se sitúa como instrumento
básico el uso de las Nuevas Tecnologías. Para fomentar una ciudadanía
participativa es imprescindible que el Gobierno disponga de un canal de
información bidireccional que permita, por una parte, transmitir informa-
ción a la ciudadanía para que conozca, participe y se implique, y, por
otra, que posibilite al Gobierno-Administración conocer cuáles son sus
inquietudes, demandas, intereses, apreciaciones, decisiones, etc. De este
modo, una tercera forma de promoción tiene que ver con el uso de las
Nuevas Tecnologías y, en última instancia, con el impulso de la e-demo-
cracia, tratando de propiciar cauces de información y participación, ade-
cuados y accesibles, a través de la Red. Ésta facilita la interactividad y
constituye un instrumento más de participación ciudadana (54), permitiendo
a la Administración acercarse a la ciudadanía a través de foros electró-
nicos, votaciones telemáticas, consultas ciudadanas, etc., configurándose
así como instrumento útil para el intercambio de información, de consulta
y de opinión entre los dos actores.

Con el objeto de aprovechar las posibilidades abiertas por las Nue-
vas Tecnologías para propiciar la participación de la ciudadanía en los
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base a las metodologías reflejadas en la Ley 45/2007, de 13 de diciembre, para el desarrollo sos-
tenible del medio rural y en los Planes de Desarrollo Rural. En concreto, el Decreto 113/2008, de
6 de junio, por el que se regula el proceso de participación social para el desarrollo rural en Extre-
madura, tiene por objeto establecer y poner en marcha un proceso de participación social para el
desarrollo rural en Extremadura a través de la creación de estructuras estables de participación y la
aplicación de una metodología basada en la participación, la cooperación y el compromiso de los
ciudadanos, así como establecer las bases reguladoras para la concesión de ayudas para la puesta
en marcha del citado proceso.

(54) En este sentido, conviene recordar que el artículo 70 bis.3 LBRL impone a las entidades
locales el deber de «impulsar la utilización interactiva de las tecnologías de la información y la
comunicación para facilitar la participación y la comunicación con los vecinos, para la presenta-
ción de documentos y para la realización de trámites administrativos, de encuestas y, en su caso,
de consultas ciudadanas» (foros virtuales, sondeos de opinión, consultas on line).



asuntos públicos, diversas Comunidades Autónomas han creado una
página web específica para que los ciudadanos dispongan de informa-
ción, y sirva de canal de opinión, sugerencia e intervención en los pro-
cesos de toma de decisiones de los poderes públicos, como la Comuni-
dad de Baleares, a través de la página «Baleares Opina», o la Comunidad
Autónoma de Aragón, que ha puesto en marcha recientemente la página
«aragonparticipa».

C) Formación e investigación

Una de las principales necesidades detectadas en la materia, y que
en muchas ocasiones impide el objetivo de una participación real y plena,
es lograr un adecuado conocimiento de los mecanismos que el actual
ordenamiento jurídico ofrece para hacer efectivo este derecho. De poco
o nada serviría potenciar los canales de participación sin una paralela
labor orientada al fomento de la formación y cualificación de los cargos
políticos, del personal técnico al servicio de la Administración y de la
propia ciudadanía. Por este motivo, la formación adecuada es la base
sobre la que ha de asentarse el progreso de la política pública de par-
ticipación ciudadana (55).
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(55) La importancia de la labor formativa ha encontrado reflejo legal en la norma valenciana.
Según el artículo 23 («Programas de formación para la participación ciudadana») de la Ley 11/2008
de Participación Ciudadana de la Comunitat Valenciana, «la Generalitat, con la finalidad de pro-
mover el asociacionismo entre la ciudadanía y la participación ciudadana, realizará programas de
formación para la ciudadanía y las Entidades Ciudadanas, que tendrán entre sus objetivos funda-
mentales el conocimiento de las instituciones valencianas de autogobierno, la representación y pro-
moción de los intereses generales o sectoriales y la mejora de su calidad de vida». En concreto,
estos programas tienen como «finalidad principal: a) divulgar el régimen de participación ciudadana
previsto en la presente Ley, en especial, los derechos reconocidos a las Entidades Ciudadanas; b)
formar a las Entidades Ciudadanas en la utilización de los instrumentos y mecanismos de participa-
ción recogidos en la presente Ley; c) formar a las Entidades Ciudadanas en su gestión interna con
la finalidad de cumplir las obligaciones previstas en la presente Ley; d) formar a las Entidades Ciu-
dadanas en mejorar el uso de los medios sociales, físicos y económicos de los que disponen, así
como mejorar los mecanismos de difusión y sensibilización social, para una mayor eficacia en el
cumplimiento de sus objetivos». Por su parte, el artículo 24 («Medidas de sensibilización y formación
para el personal al servicio de la Administración Pública Valenciana») añade que además de los pro-
gramas dirigidos a la ciudadanía y las Entidades Ciudadanas, «la Generalitat promoverá en las dis-
tintas Administraciones Públicas cursos de formación entre el personal al servicio de las mismas, con
el objetivo de dar a conocer los instrumentos de participación ciudadana que regula la presente Ley,
fomentado su aplicación y promoción por las instituciones públicas correspondientes», debiendo los
citados cursos de formación «fomentar la cultura de la participación ciudadana en la Administración
Pública y la cooperación y acercamiento de la Administración a la ciudadanía».



El concepto formación debe ser entendido en un sentido amplio. En
el ámbito subjetivo, debe incluir a la ciudadanía y al personal de todas
las Administraciones Públicas, tanto estatal, como autonómica y local 
—aunque el diferente carácter de cada una de ellas en relación con la
participación ciudadana exige una formación específica—, y debe inte-
grar, del mismo modo, al personal de las diferentes Consejerías o Áreas
municipales, dado el carácter transversal de la materia, aunque debe ser
más intensa en aquellos directamente relacionados con la participación
ciudadana. En cuanto al ámbito objetivo, la formación debe abarcar todas
aquellas materias genéricas que hagan comprensible el sentido de la par-
ticipación (bases conceptuales, marco jurídico, instrumentos de participa-
ción, etc.), como aquellos ámbitos específicos de participación para las
diferentes áreas de actuación pública (medio ambiente, educación, etc.).

La mayoría de las Comunidades Autónomas que han puesto en mar-
cha una organización administrativa específica prestan una especial aten-
ción a la formación en materia de participación ciudadana, siendo muy
variadas las actuaciones llevadas a cabo en este ámbito.

Esta formación se canaliza fundamentalmente a través de los Institu-
tos y Escuelas de Administraciones Públicas autonómicas, con la realiza-
ción de cursos y actividades de carácter generalista, específica y/o sec-
torial, dirigido tanto al personal de la Administración Autonómica como
al de la Administración Local.

La celebración de Jornadas de Participación Ciudadana que vienen
desarrollándose deviene como un segundo pilar de esta política formativa,
acción dirigida tanto a cargos políticos como a técnicos y ciudadanía, en
algunas ocasiones como un elemento más de la actuación formativa, en
otras como acto de proceso participativo.

De la actuación de algunas Comunidades Autónomas también se des-
prende un apoyo a los estudios universitarios en materia de participación
ciudadana. La colaboración del Gobierno autonómico con las Universi-
dades en el ámbito de la formación e investigación es considerada como
una gran inversión de futuro, desarrollando este campo de actuación de
forma variada: becas para la realización de estudios sobre democracia y
participación ciudadana; patrocinio y apoyo en cursos, másters y pos-
tgrados; firma de Convenios para potenciar el estudio de materias rela-
cionadas por la participación, etc.
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Con un carácter más específico, como se ha visto anteriormente, algu-
nas Comunidades Autónomas (Aragón y Cataluña) otorgan ayudas públi-
cas para aquellos proyectos que se dirijan a la formación del personal al
servicio de la Administración Local.

V. CONCLUSIÓN

Como se ha ido analizando, el derecho de participación ciudadana
en los asuntos públicos está siendo objeto de una intensa revisión en diver-
sas Comunidades Autónomas. Se observa un profundo proceso de cam-
bio en la toma de decisiones públicas que, probablemente, se vaya exten-
diendo paulatinamente a otras Comunidades. Estamos, no obstante, en el
inicio de este proceso, y por delante quedan muchos retos que van a exi-
gir configurar instrumentos y procedimientos que hagan eficaz esta nueva
forma de entender el diseño de las políticas públicas.

En este punto, una reflexión final que ha de servir como punto de
partida. Como ha señalado parte de la doctrina, se trataría de buscar un
modelo que fortalezca la educación en los valores democráticos, elimi-
nando las barreras que separan al ciudadano de la acción política, y pri-
vilegiando la defensa de los intereses generales frente a la de los intere-
ses particulares. Propiciar la implicación de la ciudadanía y fortalecer, de
esta manera, la legitimación de las instituciones y del propio sistema demo-
crático (56). Desde luego, este modelo requiere en sus fases iniciales una
triple actuación.

En primer lugar, la propia organización administrativa deviene como
pilar fundamental en este camino que se ha iniciado, adecuando sus estruc-
turas institucionales y no institucionales al proceso participativo. Esta volun-
tad de reforma va a crear dentro de la Ciencia de la Administración una
corriente de estudios centrados específicamente sobre la reforma admi-
nistrativa, donde el complejo fenómeno de la intervención de los ciuda-
danos en las tareas públicas no puede quedar reducido exclusivamente a
las tradicionales vías del artículo 105 CE’78, sino que su contenido habría
que entenderlo sólo como un listado parcial de medios de participación
dentro de la amplitud de posibilidades ofertadas en el artículo 9.2 CE’78.

LA ORDENACIÓN JURÍDICO-ADMINISTRATIVA DE LA PARTICIPACIÓN CIUDADANA: UNA MIRADA DESDE…

445

(56) El Parlamento necesario. Parlamento y democracia en el siglo XXI, op. cit., p. 239.



Se trataría de mejorar aquellos mecanismos ya existentes —por ejemplo,
la multiplicidad de órganos colegiados y su escasa operatividad partici-
pativa— y adecuar, abrir la organización administrativa a nuevos cauces
participativos que permitan una verdadera implicación ciudadana. Desde
luego, para ello será necesario, además de contar con una decidida volun-
tad política, potenciar la transversalidad y coordinación haciendo cóm-
plices a todos los actores públicos.

El desarrollo de este modelo verdaderamente democrático de parti-
cipación ciudadana precisa, además, de la configuración inicial de un
marco normativo que contemple acciones, procesos, vías y órganos efi-
caces de participación. Una adecuada legislación ha de servir de palanca
de cambio, marco normativo que ha de ser flexible y dinámico en cuanto
las características propias de la participación así lo exige. De este modo,
revisar el régimen jurídico de los mecanismos clásicos de democracia
directa, facilitando el acceso a los mismos, y definir fórmulas innovado-
ras en la legislación para propiciar una verdadera democracia participa-
tiva, son dos hitos que merecerán una especial atención en el análisis de
la política normativa de las Comunidades Autónomas que han iniciado
este proceso.

Finalmente, el fortalecimiento de esta cultura política participativa va
a exigir una formación en valores democráticos y una interiorización de
este proceso en los tres actores principales de los que depende el éxito
final, esto es, actores políticos, técnicos y ciudadanía. Esta formación y,
en general, este nuevo proceso iniciado en los últimos años a nivel auto-
nómico, debe ser capaz de generar un discurso político basado en la pre-
eminencia de las fórmulas representativas y en la apertura de esferas par-
ticipativas que permitan una deliberación permanente, resaltando así la
verdadera complementariedad de la democracia participativa.
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